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				PRESENTACIÓN

				Este libro forma parte de una colección de 16 volúmenes en los cuales se analizan los grandes problemas de México al comenzar el siglo XXI y se sugieren algunas ideas acerca de las tendencias de su desarrollo en el futuro cercano. La realización de este proyecto ha sido posible gracias a la colaboración de un grupo de investigadores, quienes con su experiencia académica enriquecen el conocimiento en torno a la situación actual de nuestro país. Los temas que se abordan son: población, desarrollo urbano y regional, migraciones internacionales, medio ambiente, desigualdad social, movimientos sociales, educación, relaciones de género, economía, relaciones internacionales, políticas públicas, instituciones y procesos políticos, seguridad nacional y seguridad interior, y culturas e identidades. El Colegio de México continúa así su tradición de publicar obras colectivas y multidisciplinarias para comprender mejor la sociedad mexicana y los problemas que enfrenta hoy día. Ésta es nuestra manera de participar, desde el ámbito académico, en la conmemoración del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Agradecemos a la Secretaría de Educación Pública el apoyo para la realización de este proyecto.

			

		

	
		
			
				INTRODUCCIÓN GENERAL

				El medio ambiente del cual se habla en esta obra posee una doble característica. Por una parte, se trata de un campo de problemas, de una realidad caracterizada por condiciones de deterioro, contaminación, pérdida de la biodiversidad, deforestación, así como por fallas institucionales y en el cumplimiento de las leyes y normas ambientales. Pero, por otra parte, existe también un medio ambiente en México que permite fincar esperanzas en una recuperación y en una restitución del capital ambiental amenazado o perdido por la intervención humana. En este caso nos referimos a algunos de los pocos y aún incipientes logros obtenidos en materia de contaminación ambiental, como es el caso de la calidad del aire en el Valle de México, la creación paulatina y progresiva de una estructura jurídica y un arreglo institucional que, al menos en su aspecto formal, estén a la altura de los de algunos países del primer mundo. Destaca también el surgimiento y consolidación de una conciencia ambiental que, poco a poco, penetra un cierto ámbito de la conciencia colectiva y que promete una presión reivindicativa susceptible de encausar la acción gubernamental y ciudadana hacia un medio ambiente y calidad de vida de mejor calidad. Tal como se hace patente en la mayor parte de los trabajos aquí presentados, emerge hoy día en los ámbitos académicos de las ciencias naturales y sociales una concepción de lo ambiental en la cual se privilegia la naturaleza integral de los procesos ecológicos y ambientales, su carácter ecosistémico y las interrelaciones existentes en el mundo de los fenómenos naturales y sociales. Estos enfoques teórico-conceptuales han trascendido también a la esfera de la política pública y a las propuestas de acción programática para prevenir o corregir los problemas ambientales. En este sentido, la visión sectorial programática de la administración pública está cediendo terreno a una perspectiva y práctica planificadoras en las cuales se imponen los principios de integralidad y transversalidad, congruentes con las visiones holística y ecosistémica de los fenómenos de la vida natural.

				Los diversos trabajos que integran este volumen permiten tener una visión de algunos de los principales problemas del medio ambiente en México en la actualidad; dan cuenta de la situación actual, diagnostican cada uno de los campos y recortes temáticos o problemáticos incluidos en la obra, presentan los aspectos críticos, las cuestiones relacionadas con la gestión y sus contextos normativos, y apuntan también hacia el futuro, enfatizando las principales tendencias. Cada uno de los campos temáticos en los cuales se reconstruye la situación ambiental en México en esta obra, presentados en su condición real de existencia (la cual en ocasiones llega a ser crítica), permite valorar lo que se ha hecho y lo que falta por hacer para contrarrestar el daño y, de ser posible, para prevenir o corregir los impactos negativos sobre el bienestar de las personas y la integridad de los ecosistemas.

				Visto a través de distintos medios: agua, aire y suelos, el medio ambiente emerge como campo de problemas y también como esfuerzo persistente de gestión. En el primer caso, los medios se muestran sumamente dañados, extenuados o consumidos más allá de su capacidad de carga, lo cual se traduce en contaminación, escasez o incapacidad para asumir sus funciones ecosistémicas. En el caso del agua, los problemas tienen que ver con su disponibilidad en cantidad y calidad para el consumo humano, pero también con la afectación y disminución de sus funciones naturales. En el caso del aire, la contaminación se plantea como un problema de salud pública, de efectos económicos, de daños a los ecosistemas y de bienestar social. Los suelos muestran una incapacidad para asumir sus funciones económicas y reproductivas y en el plano de los ecosistemas, por su sobreexplotación y agotamiento. En la dimensión jurídico-institucional se aprecia una evolución normativa que rebasa la capacidad institucional para su cumplimiento y ejecución. A ello responde la necesidad de experimentar con estrategias no convencionales, no punitivas, de cumplimiento con la ley de tal manera que se asegure la consecución de los objetivos ambientales relacionados con la protección ambiental.

				En todos estos aspectos de la dinámica ambiental, tal y como se desprende de los capítulos que integran este volumen, existen deficiencias en la gestión. Entre otras destacan la ya mencionada visión sectorial de la planeación ambiental y, particularmente, la dificultad que caracteriza al sistema de programación nacional, que le impide transitar del plano de las propuestas formales a las acciones reales y concretas. En este sentido, destaca el inmenso capital institucional y normativo acumulado por el Estado mexicano en materia ambiental, que se encuentra a la altura del existente en el plano internacional, el cual contrasta con el gran déficit en acciones concretas, así como la escasa capacidad compulsiva de la autoridad ambiental para hacer cumplir las leyes y normas correspondientes.

				La presente obra consta de 12 capítulos; primero se presentan los que aluden a los tres medios convencionales: agua, aire y suelos. Posteriormente se abordan las áreas temáticas o campos de problemas ambientales que se han considerado más relevantes. Como se verá a continuación, cada uno de los capítulos muestra la panorámica del campo de problemas que le es propio y, en su conjunto, permiten dar una idea de la situación actual del medio ambiente en México, que es el objetivo de este volumen conmemorativo del bicentenario de la Independencia y del centenario de la Revolución mexicana.

				En el capítulo “Sociedad, medio ambiente y política ambiental, 1970-2000”, de José Luis Lezama, se lleva a cabo una revisión de la política ambiental mexicana desde los años setenta hasta la actualidad. El autor expone los contextos sociales nacionales e internacionales que influyen en esta política y trata de demostrar que la política ambiental mexicana, al menos desde sus perspectivas normativas e institucionales, ha marchado al parejo que el mismo desarrollo de la temática ambiental en el ámbito internacional, manteniendo un diálogo permanente con éste. Resultado de esto ha sido la creación, en México, de un marco jurídico y de arreglos institucionales en los que se reflejan los principales temas del debate y la preocupación ambiental internacional. Son éstos los argumentos que lo llevan a asegurar que México, contrariamente a lo que sostienen algunos estudiosos del tema, no llegó tarde a la discusión, conciencia y planeación ambiental, sino que lo hizo más o menos al mismo tiempo que la mayor parte de los países, incluyendo los desarrollados. El problema en México es, de acuerdo con este trabajo, que la planeación ambiental, en una medida importante, no ha logrado pasar del nivel discursivo al de las acciones concretas y efectivas.

				María Perevochtchikova, responsable del capítulo “La problemática del agua: revisión de la situación actual desde una perspectiva ambiental”, lleva a cabo un diagnóstico de la situación del agua en el México actual, exponiendo los problemas relacionados con la oferta y la demanda, así como los de la escasez y agotamiento de las fuentes de aprovisionamiento, y de la cantidad y calidad del agua destinada al consumo humano, agrícola, industrial y doméstico. Destaca en este capítulo el esfuerzo por trascender una visión del agua como servicio público o como recurso natural, para pasar a una perspectiva que intenta ser ambiental. En ésta, el agua aparece como parte de diversos ecosistemas en los cuales cumple funciones que tienen que ver con la reproducción del sistema de la vida en general, humana y no humana.

				Una de las partes centrales, junto con el diagnóstico de la situación del agua en México, es la que se refiere a la gestión y la propuesta de que ésta debe ser de naturaleza integral y ambiental. Presenta algunos de los aspectos que definirían este tipo de gestión y lleva a cabo una revisión de la forma que asume en México, donde la autoridad ambiental federal declara haberla puesto en práctica en sus políticas, programas y acciones de gobierno para hacer frente a los problemas del agua.

				De acuerdo con la autora, en los hechos la autoridad ambiental en México y en especial la Conagua, que se ocupa de la gestión del agua, no llevan a cabo una verdadera gestión integral y ambiental del agua, particularmente por tres problemas que resultan decisivos: por una parte, porque enfrentan la gestión con la vieja perspectiva y los antiguos enfoques que provocaron los problemas que hoy día padece el sector; por otra, porque prevalece un enfoque técnico de la gestión mediante el cual se pretende satisfacer la demanda por medio de la construcción de mayor infraestructura, sin tomar en consideración la necesidad de preservar los equilibrios básicos entre las necesidades humanas, las del desarrollo económico y la de los ecosistemas. Finalmente, porque cuando se avanza en mayor medida hacia la buscada gestión integral y ambiental, la mayor parte de las propuestas de acción se quedan únicamente a nivel discursivo, operando en la práctica los viejos esquemas de gestión.

				El capítulo “La contaminación del aire”, de José Luis Lezama, presenta la situación de la calidad del aire en algunas de las grandes ciudades del país, sobre las que existe información disponible, y en donde se han instrumentado programas para enfrentar la contaminación atmosférica. Destaca el autor un doble fenómeno. Primero, una tendencia a la baja en los niveles de contaminación en la región más contaminada del país: la Zona Metropolitana del Valle de México. Segundo, una tendencia al incremento de la contaminación del aire en otras zonas metropolitanas del país.

				Estos cambios son explicados como una consecuencia, en el primer caso, de la puesta en práctica sistemática y de manera transexenal de una política con objetivos y programas concretos, basada en diagnósticos cada vez más precisos. Fundamentales en esta estrategia han sido las mejoras introducidas en los combustibles y las menores emisiones provenientes de vehículos automotores que cuentan con una mejor tecnología anticontaminante. En el segundo caso, es decir, el aumento de la contaminación atmosférica en otras ciudades del país, el autor argumenta que es debido al descuido de la autoridad y a la falta de una conciencia ambiental, capaz de crear las condiciones y los consensos para el establecimiento de medidas de política y compromisos ambientales, por parte de los gobiernos y la ciudadanía.

				Los logros obtenidos en materia de calidad del aire, de acuerdo con el autor, no sobrepasan todavía lo que queda por hacer. Son aún muchos los días del año en los que se rebasan los estándares ambientales en el Valle de México, especialmente con respecto a la contaminación por ozono. Otras ciudades y, especialmente, las grandes zonas metropolitanas, padecen cada vez en mayor medida de problemas de contaminación por ozono o partículas suspendidas, así como por otras sustancias que integran los llamados contaminantes criterio. De acuerdo con el autor, todo lo que se logre a futuro para mejorar la calidad del aire que respiran los habitantes del país va a depender cada vez menos de medidas tecnológicas y va a estar más en función de lo que se obtenga en lo referente a la planeación del transporte, del desarrollo urbano y en la educación ambiental; esta última en la medida que logre modificar hábitos y conductas ambientales negativas que afectan la calidad del medio ambiente y el bienestar de la población, así como la salud de los ecosistemas.

				Helena Cotler Ávalos, en su contribución para este libro, “Evolución y perspectivas de la conservación de suelos”, presenta una lectura de la evolución, así como un diagnóstico del suelo en México, mostrando el grado de deterioro alcanzado hasta el momento actual. La autora lleva a cabo una revisión histórica del pensamiento y la reflexión sobre el suelo en México y en el extranjero, tanto desde la perspectiva de quienes han investigado el tema como desde la de quienes han encabezado la acción gubernamental. Plantea que una percepción equivocada o incompleta del papel de los suelos en la sociedad y en el mundo natural explica la ausencia de una conciencia verdadera sobre la importancia y gravedad del problema.

				Predomina en diversos ámbitos sociales, incluido el gubernamental, una percepción en la cual los suelos son considerados como renovables y cuya utilidad para la vida humana sólo tiene que ver con la producción, especialmente la producción agrícola. La autora sostiene que la crisis ambiental en materia de suelo tiene que ver con el predominio que posee en México (y también en el mundo) una concepción productivista, la cual ha conducido a la elaboración de políticas que, tratando de superar el creciente deterioro de la fertilidad agrícola, han propuesto estrategias, como la que llevó a la llamada “revolución verde”, cuyo único objetivo fue incrementar el rendimiento de los suelos, para lo cual se recurrió a la biotecnología y al uso masivo de agroquímicos. La puesta en práctica de esta estrategia terminó ocasionando un deterioro mayor al anterior. De acuerdo con lo que se desprende de este capítulo, en los últimos años se ha ido conformando una visión de los suelos con mayor alcance explicativo, dando lugar a una dimensión analítica más amplia y propuestas de política acordes con una perspectiva en la cual el suelo emerge como parte de complejos ecosistemas, dentro de los cuales desempeñan funciones fundamentales para la reproducción y los equilibrios del mundo natural y del sistema de la vida en general. Esto se aprecia también en las leyes y normas desarrolladas en los últimos tiempos. No obstante, esto parece operar más a nivel discursivo, porque en los hechos las viejas concepciones productivistas siguen teniendo peso. La propia estrategia gubernamental en la materia, señala la autora, no ha logrado colocar el tema del suelo como uno de los problemas susceptibles de ser enfrentados según las estrategias de la transversalidad, lo cual sería lo más indicado dadas sus múltiples relaciones con muchos de los problemas de los que se ocupa la administración pública en los distintos niveles de gobierno.

				Jorge Soberón, autor del capítulo “La diversidad biológica: importancia y actores sociales”, describe la diversidad biológica de México y la sitúa en el contexto mundial, en el cual aparece como uno de los 17 países megadiversos. Hace referencia también a las características de los ecosistemas mexicanos que los hacen únicos en el mundo; enumera las especies, el ritmo acelerado de su desaparición, con relación a las tasas planetarias; explica por qué un país como México, por su situación geográfica y por sus propios procesos ecológicos, es recipiente de los ecosistemas más ricos del mundo en términos de variedad de especies y de material genético.

				El autor indaga sobre las causas que han hecho emerger el tema de la diversidad biológica hasta ocupar el lugar prominente que actualmente tiene. La respuesta la encuentra en el hecho de que en la actualidad se ha dado una mayor conciencia sobre la manera en que la biodiversidad brinda una gran cantidad de satisfactores y servicios a los seres humanos y a los ecosistemas, al mismo tiempo que se ha venido detectando un proceso de rápido deterioro de esta diversidad biológica. En los años noventa, de acuerdo con el autor, había registros de 47 especies desaparecidas. Hoy día existen más de 2 500 bajo amenaza de extinción.

				La diversidad biológica, según se desprende de este capítulo, es, además de sustento de la vida, un bien económico, fuente de recursos naturales, objeto de formas de conocimiento modernas y tradicionales que permiten su capitalización y de políticas que, entre otras cosas, pueden contribuir a los esfuerzos para combatir el cambio climático. El autor vislumbra a la diversidad biológica de México como una alternativa y factor de balance para enfrentar los eventos extremos asociados al cambio climático. La existencia de genes con capacidades para resistir cambios climatológicos y los avances de la biotecnología pueden ser, de acuerdo con Soberón, un factor de adaptación y sobrevivencia al calentamiento. Siempre los ecosistemas fuertes y diversos estarán mejor preparados para enfrentar tales cambios.

				Roberto Sánchez Rodríguez, autor del capítulo “El cambio climático y la ciudad de México: retos y oportunidades”, alude a la necesidad de pensar la ciudad en función del cambio climático. Para él es ésta una buena oportunidad para replantear el crecimiento de la urbe dentro de una estrategia que, por una parte, articule los objetivos del desarrollo urbano con los de una política que prevea los efectos urbanos del calentamiento del planeta, tanto con medidas de mitigación como de adaptación. Para el autor resulta crucial todo lo relacionado con la vulnerabilidad tanto en sus dimensiones físicas como en las económicas, sociales y culturales. Pero, por otra parte, señala la necesidad de trascender aquella visión de la ciudad que la confina a su dimensión física, analizándola y planeándola como lo que realmente es: un territorio donde inciden diversos actores sociales, de disputas sociales, escenario de procesos sociopolíticos, económicos y demográficos, así como sitio de deterioro y daño ambiental producidos por una intervención humana irracional.

				Roberto Sánchez retoma en este trabajo las ideas sobre la importancia de pensar y replantear también el instrumento mediante el cual se ha intentado enfrentar y corregir el desorden urbano, esto es, el sistema de planeación de la ciudad. Para él la planeación ha fallado en sus intentos correctivos más trascendentes por su incapacidad para entender y encontrar remedios a los problemas urbanos de fondo, como son la pobreza y la desigualdad.

				Éstos son parte esencial del ser y del quehacer de la sociedad moderna, por lo que sólo pueden ser corregidos mediante un proceso de cambio social que cuestione los fundamentos mismos de la sociedad moderna. Sin una transformación de los principios que rigen la fábrica social de la modernidad, los problemas sociales que tienen como escenario la ciudad permanecerán intactos.

				Vicente Ugalde, en su capítulo sobre “La aplicación del derecho ambiental”, indaga sobre la práctica del derecho en México. Argumenta a favor de lo que se ha llamado la aplicación negociada del derecho ambiental, señalando que, contrariamente a lo que afirman sus críticos, la puesta en práctica de esta estrategia no solamente no deslegitima la aplicación tradicional del derecho y la norma, sobre todo de su expresión punitiva, sino que, por el contrario, explora otras posibilidades, dentro del propio marco jurídico, para conseguir los objetivos normativos, al mismo tiempo que se logran los de carácter ambiental de la política pública.

				El trabajo presenta los límites de la acción punitiva en la aplicación de la norma jurídica y los problemas asociados con la cuestión ambiental, la cual, al poseer un carácter dinámico, altamente cientifizado y controvertido, dificulta la aplicación tradicional del derecho. De acuerdo con esta circunstancia, muestra de qué manera la negociación emerge como un recurso complementario que cubre algunos de los vacíos de la aplicación clásica del derecho. En este marco, según el autor, se inscriben instrumentos de concertación y de búsqueda de cumplimiento de la ley y la norma ambiental, como son los casos de los “acuerdos voluntarios” y las auditorías ambientales. En México, tal y como se desprende del trabajo de Ugalde, los llamados “convenios de concertación” y los “acuerdos voluntarios” constituyeron importantes mecanismos para, de manera concertada o negociada, lograr la participación de las industrias más contaminantes en lo referente a la contaminación atmosférica. Esto tuvo un cierto grado de eficacia para, como señala el autor, conseguir que la autoridad avanzara en su propósito de acercar la “comunidad regulada” al cumplimiento de las prescripciones reglamentarias, de tal manera que la política pública pueda ser llevada a la práctica.

				Para el autor, un problema distinto es saber si los acuerdos voluntarios y demás mecanismos de negociación tienen influencia en la mejoría de la calidad del medio ambiente y, si la tienen, en qué cuantía influyen en la disminución efectiva de problemas como el de la contaminación atmosférica. De acuerdo con Ugalde, la negociación no significa una claudicación de la autoridad ante los gobernados o ante la llamada comunidad regulada puesto que, por darse dentro del marco legal vigente, no exonera a los infractores de la acción punitiva, la cual permanece siempre vigente como una posibilidad real de sanción. El autor la considera más bien como un mecanismo que busca hacer cumplir la norma, mediante la instrumentación de ciertos incentivos.

				El análisis que lleva a cabo Vicente Ugalde permite una revaloración del desempeño de la Profepa, que, al darle un lugar significativo a los elementos de negociación y concertación, se acerca al cumplimiento de los fines ambientales buscados, independientemente de que produzca la impresión de estar sacrificando la función represiva del derecho, a la que, por otra parte, siempre podrá recurrirse cuando los mecanismos de concertación resulten fallidos o no sean suficientes.

				Judith Domínguez, responsable del capítulo “Integralidad y transversalidad de la política ambiental”, revisa los instrumentos institucionales de la política ambiental en México y encuentra que ésta se ha caracterizado por un enfoque sectorial, que dificulta la planeación preventiva y correctiva de una problemática que, como la ambiental, se caracteriza por su naturaleza integral. Plantea también que no es sino hasta el Plan Nacional de Desarrollo 2000-2006 cuando se establecen los primeros lineamientos para un tratamiento institucional ambiental que incluye las nociones de integralidad y transversalidad, y es, sobre todo, en el Programa Sectorial Ambiental de 2008 donde se perfilan con mayor claridad metas y objetivos de transversalidad. No obstante, tal y como lo señala la autora, los logros aún son de carácter discursivo; no existe de hecho una coordinación sectorial de naturaleza compulsiva. En los niveles estatales y municipales los problemas en este sentido son aún mayores. Por ello la autora se refiere a la necesidad de que el Estado mexicano establezca, mediante los instrumentos jurídicos y las sanciones correspondientes, la obligatoriedad de la coordinación en materia ambiental en el Estado federal, entre sus diversos niveles de gobierno, así como en las distintas jurisdicciones en las que actúan las autoridades ambientales, a fin de legislar una protección del medio ambiente de carácter integral, no solamente mediante su incorporación en la ley, sino también en la práctica y el ejercicio de la planeación, así como en todos los ámbitos donde se toman decisiones.

				Boris Graizbord, autor del capítulo “Objetivos del milenio: pobreza y medio ambiente”, discute las relaciones entre pobreza y medio ambiente a la luz de los llamados Objetivos del milenio. Al revisarlos encuentra que la única posibilidad de enfrentar los problemas de la pobreza de una manera congruente con la capacidad de carga del planeta y con la naturaleza finita de los recursos naturales es mediante el planteamiento de enfoques de análisis y de política pública en los que se expongan con claridad las diversas relaciones de la pobreza con los distintos campos de la problemática ambiental. De acuerdo con el autor, ello exige también que se clarifiquen y trabajen las relaciones que guarda la dinámica ambiental con cada uno de los Objetivos del milenio.

				En el primer caso se plantea una crítica a los enfoques sectoriales que predominan en la política pública y, en el segundo, se enfatiza la necesidad de proponer que lo ambiental se convierta en el común denominador y criterio de acción de las otras problemáticas consideradas en los Objetivos del milenio. Para el autor, los objetivos y las metas en materia de pobreza y las que tienen que ver con el medio ambiente no son necesariamente compatibles; en ocasiones parecen marchar por rutas encontradas o, al menos, distintas. Por ello le resulta una tarea sumamente difícil establecer objetivos que persigan la justicia social, la reducción de la pobreza, el acceso a niveles de bienestar, etc., cuando existe una urgente necesidad de proteger a la naturaleza, ya sea como capital natural o en sus funciones ecosistémicas.

				Rigoberto García Ochoa, en su trabajo “Hacia una perspectiva de la sustentabilidad energética”, lleva a cabo una revisión de algunos de los supuestos más generalizados sobre la relación entre energía y medio ambiente. La parte sustantiva del trabajo consiste en una crítica a las propuestas que sostienen que la eficiencia energética y la eficiencia en las emisiones del PIB se traducen, automáticamente, en una mejora ambiental y en una disminución general de las emisiones de contaminantes. El autor argumenta que esto es una falacia puesto que, si bien es cierto que una mejor intensidad energética y una menor intensidad de emisiones por PIB ayudan a la economía —la hacen menos contaminante y más competitiva—, esto paradójicamente no conduce a una disminución en las emisiones e impactos ambientales globales; por el contrario, más bien los aumenta. La explicación que brinda el autor de esta situación aparentemente contradictoria no es muy compleja. Consiste en señalar que el uso eficiente de la energía abarata los costos de este factor de la producción, lo que propicia un mayor consumo de bienes y servicios en la medida que se hacen más accesibles a mayores volúmenes de población. En una sociedad con alta dinámica demográfica, con políticas sociales que buscan el mejoramiento de los niveles de vida de la población y que halla en el consumo su principal mecanismo de reproducción, el agotamiento de los recursos naturales está asegurado, creándose además las condiciones para un mayor impacto ambiental y para un incremento en la emisión de sustancias, entre otras las que provocan el efecto invernadero; precisamente lo contrario de lo que la eficiencia energética quería evitar.

				De acuerdo con este autor, desde el punto de vista metodológico, es necesario analizar el ciclo social completo, lo cual incluye la producción, la distribución y el consumo, así como considerar la dimensión espacial, es decir, el análisis del componente regional. Propone, en síntesis, la búsqueda de un desarrollo integrado de la sustentabilidad en sus componentes económico, social y ambiental. Esto quiere decir, el análisis integral de la producción y el consumo, para mirar en su totalidad el papel de la energía y, por último, incluir la dimensión regional en la medida que allí se expresan las diferencias económicas, geográficas, sociales y culturales que influyen, de manera decisiva, en el consumo y la producción de energía y en la relación de ésta con la economía y el medio ambiente.

				Sergio Puente, autor del capítulo “Una megalópolis en riesgo: la ciudad de México y el desafío de la prevención de un riesgo anunciado”, discurre sobre las relaciones entre riesgo objetivo y riesgo subjetivo, así como sobre sus efectos en la vida cotidiana y la política pública. Analiza la Delegación Cuauhtémoc, en la ciudad de México, para poner a prueba sus ideas en el sentido de que la percepción errónea o correcta de los riesgos es un factor decisivo para el diseño de una apropiada política de prevención. De acuerdo con el autor, se requiere una adecuada correspondencia entre riesgo objetivo y riesgo subjetivo para estar en posibilidades de evitar catástrofes o para atenuar sus consecuencias. El problema central que el autor encuentra en la ciudad de México es, sobre todo, el de una percepción equivocada, sobre la que se plantean medidas preventivas o de mitigación equívocas, con lo cual los efectos dañinos de los eventos de riesgo se magnifican. Es necesaria por lo tanto, de acuerdo con el autor, una política integral que incluya también la dimensión cultural, valorativa y de percepción del riesgo.

				David Madrigal González colaboró con el capítulo “Las movilizaciones ambientales: orígenes y transformaciones históricas”. Su trabajo describe al movimiento ambiental en México desde sus orígenes, el cual, en su periodo moderno, ubica a principios del siglo XX, particularmente representado en la obra conservacionista de Miguel Ángel de Quevedo, pero también en las acciones de gobierno dirigidas a regular algunos aspectos del medio natural, sobre todo en su relación con los recursos naturales, durante el sexenio del presidente Lázaro Cárdenas. El autor describe, por una parte, la forma en que el movimiento ambiental se construyó a partir de la articulación de las demandas ambientales (por llamarlas de alguna manera) con otras ajenas, estrictamente, a lo que se podría llamar la causa ambiental. En algunas de estas protestas el componente ambiental apenas se insinúa, sobre todo porque lo ambiental propiamente dicho es una categoría que, en el plano internacional, no se construye sino hasta los años sesenta y no es sino hasta las décadas de los ochenta y noventa cuando se expresa con mayor nitidez. En el caso mexicano, esto último está vinculado tanto a factores internos como también a la influencia en México de factores y acontecimientos externos, particularmente aquellos que conducen al país a la integración con los fenómenos globales.

				Por último, el autor destaca que lo característico del movimiento ambiental mexicano es, precisamente, la forma concreta en que se articulan fenómenos locales, nacionales y globales.

				JOSÉ LUIS LEZAMA Y BORIS GRAIZBORD
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				1. SOCIEDAD, MEDIO AMBIENTE Y POLÍTICA AMBIENTAL, 1970-2000

				José Luis Lezama [1]

				INTRODUCCIÓN

				Este trabajo presenta una reflexión sobre la política ambiental del Estado mexicano. Trata de sus antecedentes, del contexto internacional en el que surge. Se inicia con una revisión de las ideas prevalecientes en los años sesenta y setenta y de la manera en que se empieza a configurar la idea moderna de lo ambiental. Intenta vincular lo que se discute en el ámbito exterior con la realidad mexicana, con lo que se piensa y hace en México en los campos del pensamiento y de la legislación y política pública. Se propone que desde los años setenta México, al menos en el plano discursivo, se mantiene al día con la evolución internacional del pensamiento y de las propuestas de política para corregir sus problemas ambientales. Se revisan después las ideas y las propuestas dominantes en los años ochenta, noventa y los primeros años del siglo XXI. En todos los casos se pone énfasis en el contacto que mantienen académicos y funcionarios públicos mexicanos con lo que ocurre en el ámbito internacional. Se muestran las formas, las ideas, la legislación, la normatividad y las propuestas de política que resultan de este contacto. Se afirma así que las concepciones prevalecientes en Estados Unidos y Europa, donde se llevan a cabo los principales debates, hallazgos y expresiones políticas y ciudadanas sobre los grandes problemas ambientales del mundo contemporáneo, son percibidas, reflejadas, discutidas e incorporadas de diversas maneras en la legislación y la acción gubernamental mexicanas. Se sostiene, finalmente, que aun cuando en muchas ocasiones esta incorporación en México del debate y las propuestas ambientales internacionales son más de carácter formal que real, de todas maneras puede asegurarse que, contrariamente a lo que con frecuencia se afirma, México no llegó tarde a la discusión sobre los problemas ambientales que lo aquejan y sobre cuya solución se ha avanzado poco, a pesar de casi cuatro décadas de legislación y programación ambiental.

				EL CONTEXTO Y LA REFLEXIÓN AMBIENTAL INTERNACIONAL

				El medio ambiente remite a la posibilidad de pensar la naturaleza en su relación con lo humano, como un producto de su intervención, resultado último del impacto de la acción del hombre sobre su medio natural. Pero es al mismo tiempo movimiento de vuelta, acción de la naturaleza sobre la vida social, límite natural, restricción, fuente de vida y proveedora de bienes. La naturaleza es también el sustrato último que hace posible toda forma de vida, incluida la humana. Lo ambiental es un acontecimiento histórico, hecho social y natural ligado estrechamente con una época, con una mirada, con una manera de entender y, sobre todo, de percibir y vivir la vida. Los problemas ambientales no son nuevos, ni en México ni en el mundo; han existido desde siempre, con la propia aparición del hombre en la Tierra. No obstante estos problemas, hoy día son vistos y vividos de una manera distinta. La revolución industrial los magnificó al darle al hombre una inmensa capacidad para impactar a su medio y, además, hizo más abierta la relación utilitaria con la naturaleza: la redujo a recursos naturales, a materias primas. El sometimiento de la naturaleza y su puesta al servicio de los fines humanos se convirtió, en la época moderna, en símbolo del progreso. La política ambiental emerge como la posibilidad de prevenir, encausar o corregir el impacto humano sobre el medio ambiente natural; se trata de aquella acción deliberada mediante la cual se proyecta un orden social, se propone un camino y se modela una propuesta de futuro. Es irrelevante que este futuro anticipado esté integrado en proporciones cambiantes y desiguales de fantasía, realidad, ideología o utopía por cuanto todos ellos son factores que deciden el curso de la acción humana. Ello es así porque en el ámbito de la política pública, de la cual la ambiental es una expresión, no sólo se manifiestan los hechos físicos o naturales de la realidad, sino también su componente económico, su manifestación cultural y simbólica, así como su orientación normativa. En la política ambiental se expresan también las épocas históricas, las concepciones del mundo de cada periodo, las sensibilidades y percepciones sociales. La esfera de la política ambiental es la esfera del deber ser y del poder, de su reparto, de su distribución, de sus agentes y de los mecanismos mediante los cuales se expresa y se hace práctica de vida. Una política ambiental no es, por lo tanto, sólo un territorio técnico-burocrático de diseño y operación de programas; es, al mismo tiempo, lugar de confluencia de los distintos factores y fuerzas que orientan el rumbo de la sociedad en su relación con la naturaleza, vista ésta sobre todo como la fuente proveedora de recursos de vida y, especialmente, de recursos naturales para la vida humana. La toma de decisiones en materia ambiental es el punto final de una cadena de causalidades que epitoma la voluntad social, la capacidad tecnológica y la dirección política de la relación hombre-naturaleza dirigida hacia un fin: aquel que se decide por los juegos del poder, la ideología, las normas los símbolos sociales.

				A partir de mediados de los años cincuenta tiene lugar en el mundo una intensificación cuantitativa y cualitativa del proceso de industrialización, la cual se deja sentir tanto en el mundo desarrollado como en el no desarrollado. Ésta se traduce en una mayor capacidad humana para afectar la naturaleza que, a su vez, deriva de los nuevos avances de la ciencia y la tecnología. La industria nuclear, la genética, la industria química, la biotecnología, entre otros desarrollos, muestran la capacidad humana para transformar el orden natural y, en diversas ocasiones, dañarlo severamente.

				No obstante, las grandes modificaciones al medio ambiente que esta llamada “segunda revolución tecnológica” provoca, las cuales se expresan bajo la forma de contaminación, presión sobre los ecosistemas, agotamiento de los recursos naturales, pérdida de la biodiversidad y, más tarde, daños a escala planetaria, como los que se provocan sobre la capa de ozono y el calentamiento global, no se traducen inmediata y automáticamente en una conciencia sobre el daño a la naturaleza en tanto daño ambiental. Para que esto ocurra este último debe ir acompañado de transformaciones valorativas y éstas deben dar lugar a cambios en la percepción social.

				Algunos cambios decisivos ocurren en el mundo de los años sesenta, que empieza a cuestionar el optimismo de la sociedad industrial, particularmente el optimismo de la generación que ganó la segunda guerra. En estos años tiene lugar un cambio en el discurso sobre la naturaleza, una transformación en la manera de percibir y entender la amenaza y el daño ambiental. Este cambio tiene que ver con la emergencia de un conjunto de fenómenos que vale la pena mencionar para entender la magnitud de dicho cambio en los paradigmas y en el sentimiento colectivo hacia lo que hoy entendemos como medio ambiente. Surge en esos años en el mundo desarrollado la percepción de un mundo en peligro, de una amenaza global que se vincula a los valores dominantes de la modernización y del progreso tecnológico.

				Por diversos motivos, en los años sesenta estalla un movimiento amplio y complejo de protesta social, de desencanto con los estilos de vida y con los logros de la modernidad. Las sociedades desarrolladas parecían hartarse de tanta abundancia, de tanto consumo. Surgen los movimientos contraculturales, el feminismo, los movimientos urbanos, el movimiento del 68, la oposición a la guerra de Vietnam, el estado de ansiedad permanente creado durante el periodo de la Guerra Fría, la cual desató en las mentes colectivas el terror ante una posible conflagración nuclear. El movimiento ambiental, que emerge en los años sesenta, surge como reacción a los excesos de la sociedad moderna sobre su base de sustento material, la naturaleza, y se propone, como proyecto teórico, cuestionar sus logros y, como objetivo moral, reprobar sus abusos. Surge, pues, como desilusión, como desencanto ante el progreso tecnológico y como resistencia a la modernización.

				Todos aquellos que han seguido de cerca el surgimiento y la evolución del movimiento ambiental saben de la importancia de la publicación del libro de Rachel Carson (1962), Silent Spring. Este libro, que se ha considerado como el mayor hito durante la emergencia del ambientalismo moderno, coincidió también con la publicación de otra obra, ésta de un pensador aún más radical alimentado con el brebaje del anarquismo ortodoxo, Murray Bookchin (1962); su obra, Our Synthetic Environment, testimonia ese sentimiento colectivo de percibir el mundo circundante como invadido o penetrado por lo sintético y artificial.

				A diferencia de los movimientos que buscaban la preservación o conservación de la naturaleza, el nuevo ambientalismo, más que considerar la pérdida del paisaje como una cuestión estética y recreativa, ve la destrucción de la naturaleza como un problema de supervivencia humana. El mundo descrito por Rachel Carson estaba en peligro mortal. Los pesticidas y su uso ilimitado, que un día, según ella, llevarían a la eliminación de las aves y los insectos, conduciendo no sólo a una primavera, sino también a un mundo silencioso y exhausto, eran uno de los símbolos del entusiasmo industrializador de la posguerra. La preocupación no era por la naturaleza en tanto tal, sino más bien por la fealdad de los paisajes suburbanos o por casos aislados de contaminación local.

				En un cambio de perspectiva, Rachel Carson representó a la naturaleza y a la vida misma como algo amenazado por los procesos industriales modernos. Ella operó un cambio rotundo en la manera de percibir el mundo y, especialmente, la naturaleza. Su obra rompe con la tradición romántica estadounidense de mediados del siglo XX, la cual, por medio del movimiento preservacionista, alentaba una idea reverente hacia la naturaleza, en la que ésta aparecía como algo sagrado e intocable. Pero también marca una profunda distancia con las versiones iluministas estadounidenses que, por medio del movimiento conservacionista, reducían la naturaleza no humana a la condición de recursos naturales y materias primas, convirtiéndola, al mismo tiempo, en simple objeto de dominación y medio para la realización del progreso humano. Rachel Carson concibió el mundo natural de manera ecosistémica e interdependiente y no vio al hombre como entidad separada, exclusiva y privilegiada entre todos los seres de la creación, sino como parte indisoluble del mundo natural.

				Aun cuando fue una de las piezas clave en esta transformación paradigmática, Rachel Carson no fue la única voz en este renacimiento cultural y en este cuestionamiento de la sociedad industrial desde la perspectiva del movimiento ambiental. Diversos autores hacen emerger los problemas de la contaminación, del crecimiento poblacional, del desarrollo tecnológico y de la escasez de recursos como verdaderas amenazas para la viabilidad de la sociedad industrial y sus estilos de vida. En este contexto de amenaza global se publicó The Limits to Growth (Meadows et al., 1972), el cual sugería que la búsqueda de un crecimiento exponencial estaba en el centro de la crisis ambiental, pronosticando escasez de alimentos, inanición y agotamiento de los recursos al final del siglo XX. La realización de la Cumbre de Estocolmo, su énfasis en el medio ambiente humano, en la relación entre medio ambiente y desarrollo y en la creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) fueron sin duda factores decisivos en la concepción de los problemas ambientales globales y en el nacimiento de una agenda ambiental de carácter global.

				Se ha mencionado también en este cambio paradigmático que lleva al surgimiento de la idea de riesgo global la divulgación de imágenes de la Tierra desde el espacio exterior, en las que ésta aparece en toda su soledad y fragilidad.

				Pero el mundo que emerge en los sesenta y que está en la base del surgimiento de un nuevo movimiento ambiental, el cual percibe y construye la imagen de la amenaza global y la vulnerabilidad, no es sólo producto del saber científico y de la ampliación de las fronteras del conocimiento. Es producto de un cambio cultural más amplio, el cual se expresa, como ya se mencionó, en el movimiento contracultural y en el del 68. Las ideas de estos movimientos, profundamente irreverentes y cuestionadores del materialismo, el individualismo, las formas del placer prevalecientes en los países desarrollados, de la familia y de los roles, especialmente los de género, y también de las estructuras del poder, penetraron el movimiento ambientalista en parte porque algunos de los militantes de esos movimientos se convirtieron a la causa ambiental.

				La llamada “contracultura” representó un fuerte cuestionamiento al conservacionismo y preservacionismo, criticando las prácticas jerárquicas y conservadoras de éstos. No se interesaron tanto en el daño específico a determinados sitios y especies, sino en las prácticas sociales pensadas como ambientalmente destructivas.

				Es por lo tanto el daño ambiental provocado a escala planetaria por el proceso moderno de industrialización, junto con el surgimiento de una nueva sensibilidad cultural y normativa, así como la emergencia de nuevos valores, lo que generó el nacimiento de una conciencia inédita sobre la problemática ambiental, sobre su gravedad y sobre su dimensión global. Es esto lo que llevó al mundo intelectual, gubernamental y a las organizaciones internacionales a pensar de una nueva manera en el daño ambiental, a pensar en medidas, a organizar foros de discusión de distintas características y magnitudes. Tal fue el caso de la Organización de las Naciones Unidas (onu), que desde finales de los años sesenta llevó a cabo seminarios, reuniones de discusión y encuentros técnicos en los que se percibe de manera clara una auténtica preocupación de carácter mundial sobre el estado del medio ambiente.

				Ese cambio paradigmático se inició en los años sesenta, tomó cuerpo y se consolidó en los setenta. En el ámbito intelectual y en el académico, en particular, se empezó a discutir los problemas de la contaminación, de la amenaza nuclear y de la pérdida de bosques como problemas que amenazaban la viabilidad de la sociedad industrial y la durabilidad del desarrollo económico. Para 1970 ya había iniciado en el mundo no solamente una nueva reflexión en torno a temas más propiamente ambientales, sino también una consideración de que estos problemas trascendían los límites de los Estados-nación, convirtiéndose por lo tanto en objeto de preocupación de Naciones Unidas. Ese año tiene lugar, por primera vez, el Día Mundial de la Tierra. Desde fines de los sesenta, la ONU comenzó los preparativos de una gran conferencia programada para llevarse a cabo en Estocolmo en 1972, con el nombre de “Conferencia sobre el Medio Ambiente Humano”, como un foro para que las naciones discutieran los problemas ambientales de sus países, los reflexionaran en el marco de las preocupaciones globales y establecieran compromisos para hacer frente a problemas que ya empezaban a considerarse como de carácter urgente. Previamente a esta conferencia, Naciones Unidas organizó reuniones preparatorias, una de las cuales tuvo lugar en México en 1971, con el nombre de “Seminario Regional Latinoamericano sobre Problemas del Medio Ambiente Humano y del Desarrollo”. La participación de México en esta y en reuniones previas, gubernamentales y académicas, creó las condiciones para desarrollar una sensibilidad ambiental en las esferas de gobierno, además de la existente en los círculos intelectuales y académicos

				ANTECEDENTES DE LA POLÍTICA AMBIENTAL: LOS AÑOS SESENTA Y SETENTA

				México, directa o indirectamente, participa de estos cambios, de estos procesos y de estas ideas que se discuten en el terreno internacional, incluso desde fines de los años sesenta. No obstante, es común escuchar que México llegó tarde a la preocupación ambiental. Esta afirmación tiene algo de cierto, pero también muestra desconocimiento del verdadero proceso intelectual, jurídico e institucional del que nace la política ambiental mexicana. Por una parte, el Estado mexicano se ocupó desde la Constitución de 1917 del problema de los bosques y las aguas y, en distintos momentos a lo largo del siglo XX, se fue perfilando la necesidad de proteger la naturaleza en tanto fuente de recursos naturales. No existía, por supuesto, la idea actual de medio ambiente y de problemática ambiental. Pero tampoco existía en el mundo. Ésta se empieza a configurar en los años sesenta y obras como las mencionadas de Carson (1962) y Bookchin (1962) contribuyeron grandemente a esta transformación conceptual que permitió dejar de pensar en la naturaleza como simple objeto de explotación y recurso natural, o como simple objeto de contemplación paisajística, para concebirla como algo que tenía que ver con la supervivencia humana y en la que el hombre y el resto del mundo natural aparecen no sólo entrelazados y mutuamente dependientes, sino también compartiendo el peligro de la extinción.

				En México, la conciencia ambiental nace motivada por los efectos del intenso proceso de industrialización, urbanización, crecimiento y concentración demográfica que ocurre en las zonas metropolitanas, especialmente la de la ciudad de México. El daño ambiental que la gente percibe no es tanto el que se produce en las áreas rurales; no son los problemas de pérdida de la biodiversidad, noción inexistente por esos años. El problema ambiental que se construye en México, el que empieza a generar conciencia y que es motivo de la naciente preocupación ambiental a fines de los años sesenta es el más visible y mediáticamente difundido de la contaminación atmosférica en grandes ciudades, en particular en la ciudad de México. Ésta se produce no sólo por el incremento de la planta industrial, de la urbanización, del crecimiento demográfico y de la flota vehicular en la Zona Metropolitana del Valle de México, sino también por la ausencia de tecnologías anticontaminantes en las fuentes emisoras de sustancias tóxicas. Desde los años setenta se asocia el aumento del número de vehículos con el alza en las emisiones de contaminantes a la atmósfera capitalina, de las cuales se decía que 75% era provocada por los automóviles (López Portillo y Ramos, 1982).

				Pero México, por otra parte, no llega tarde a la problemática ambiental o, mejor dicho, no llega mucho más tarde que el resto de las naciones del mundo. Es el deterioro, sobre todo, de la calidad del aire en la ciudad de México, a lo cual se añade una naciente conciencia ambiental provocada por esta contaminación y, particularmente, la influencia del ámbito internacional en los medios académicos, intelectuales y gubernamentales, aun cuando esta influencia no fuera socialmente extendida, lo que hace emerger la problemática ambiental a la conciencia pública. A fines de los sesenta el tema demográfico y la llamada explosión urbana se han convertido en problemas de gran interés gubernamental, también, desde luego, marcado por la discusión internacional al respecto y por la influencia de organismos internacionales interesados en el control del crecimiento poblacional, entendido como uno de los desencadenantes del resto de los problemas mundiales: hambre, pobreza, agotamiento de los recursos, contaminación, etc. Al mismo tiempo que la reflexión gubernamental e intelectual sobre lo ambiental, se inició otra que condujo a la promulgación de una nueva Ley General de Población y a la definición de una política demográfica que rompió con el pasado poblacionista del Estado mexicano (Cabrera, 2007: 39).

				Igual que ocurrió en el mundo desarrollado, en México se crearon los marcos jurídicos e institucionales para enfrentar los problemas ambientales poco antes o poco después de 1972, año de la Cumbre de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, momento en el cual, como resultado de la amplia discusión académica e intelectual que tuvo lugar en el periodo anterior, se publicó un conjunto de obras de gran impacto en el pensamiento ambiental internacional: The Limits to Growth (Meadows et al., 1972), Blueprint for Survival (Goldsmith et al., 1972), Only One Heart (Ward y Dubos, 1972), Population Bomb (Ehrlich, 1972), etc. Las ideas allí contenidas, aun cuando de manera indirecta, repercutieron en México y algo tuvieron que ver con las características y los alcances del marco institucional ambiental que arrancó desde inicios de los años setenta.

				Las muestras más claras de la ausencia de un atraso ambiental mexicano, al menos en la esfera gubernamental, académica e intelectual, fueron, por una parte, la promulgación, en 1971, de la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental, que permitió, al año siguiente, la creación de la Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente (SMA) dentro de la Secretaría de Salubridad y Asistencia, con la finalidad de hacer operativos en la administración pública federal los objetivos de la ley. Ésta, dirigida a enfrentar los problemas ambientales, conceptualizados como problemas de contaminación y, sobre todo, atmosféricos, en la medida en que afectaban la salud pública y de alguna manera a la flora y la fauna, concibe también el daño ambiental como un freno o impedimento al desarrollo económico (Vizcaíno, 1975: 352). La ley de 1971 recoge de alguna manera la concepción ambiental de la época, la cual es compartida en diversos ámbitos públicos y privados en el terreno internacional. Esta ley trata sobre los problemas básicos de contaminación de las aguas, del aire y de los suelos. Constituye, de hecho, el primer gran esfuerzo normativo del Estado mexicano para regularizar las actividades humanas que repercuten en algo que pudiera empezar a definirse como la “calidad del medio ambiente”, que posteriormente evolucionaría hacia la noción de “calidad de vida”, incluyéndose en el concepto de bienestar social. Prohíbe las descargas de aguas residuales, propone esquemas normativos para las emisiones a la atmósfera de polvos, humos, vapores, gases y materiales radiactivos. La ley impide también depositar o descargar cualquier tipo de sustancias sobre los suelos, exigiendo el apego a las normas correspondientes (Vizcaíno, 1975: 354).

				Por otra parte, y como un dato más de la importancia que ya tienen en este periodo los problemas ambientales dentro del enfoque sanitario prevaleciente, en el mes de julio de ese mismo año se llevó a cabo la reforma del artículo 73 constitucional, con la cual se amplían y se le da atribuciones de primer orden al Consejo de Salubridad General para Prevenir y Combatir la Contaminación Ambiental (Brañes, 1987: 74-75). Con esta reforma, la política ambiental mexicana aborda el problema ambiental como uno relacionado con los problemas de salud, lo cual estaba acorde con las ideas predominantes en el terreno internacional.

				El gobierno que se inició en 1976, con José López Portillo como presidente, instauró un discurso basado en la necesidad de planificar; inicia pues una fiebre planificadora que invade a toda la administración. En este contexto, se encargó a la Secretaría de Salubridad y Asistencia la elaboración y puesta en práctica de una política de saneamiento ambiental. Para la realización de estas tareas, en 1978 tuvo lugar una reestructuración de la Subsecretaría de Mejoramiento Ambiental, la cual pretendía actuar de forma más eficaz y con un mayor sentido programático sobre los distintos medios constituidos por los suelos, el agua y el aire, así como sobre áreas de problemas que, ya por esos años, demandaban atención urgente, como eran los casos de los desechos sólidos, la higiene ocupacional, la fauna nociva, las sustancias químicas tóxicas, etc. La urgente necesidad de actuar sobre diversas áreas críticas, percibidas tanto a nivel gubernamental como social, llevó ese mismo año a la creación de la Comisión Intersecretarial de Saneamiento Ambiental, cuyas funciones eran la elaboración de programas, coordinados con diversas dependencias gubernamentales, para atacar y prevenir el deterioro ambiental. La comisión estaba formada por 15 secretarías de Estado y por el Departamento del Distrito Federal. La presidencia del organismo recayó en el secretario de Salubridad y tenía a la Subsecretaría de Mejoramiento Ambiental funcionando como la oficina técnica y operativa.

				La creación de la Secretaría de Asentamientos Humanos en 1976, lo mismo que los planes de desarrollo y de desarrollo urbano de esos años incluyeron una significativa consideración de la problemática ambiental como parte esencial de la acción planificadora gubernamental. Éste fue el marco que propició la creación de la Dirección General de Ecología Urbana. Entre otros temas que se discutían en esa dirección estaban el de los impactos ambientales de los procesos productivos, la transformación de desechos y el reciclaje; también desde esa dirección se organizaron planes para las ciudades del interior del país y para las zonas metropolitanas. Además, se promovió la participación de México en el Programa del Hombre y la Biosfera de la UNESCO (SRE y GIAA, 1979: 28-29). Los programas de ordenamiento ecológico promovidos por esa dirección general fueron hechos con poco profesionalismo y son una prueba de que el tema de la planificación no era sino un discurso político sin mayor pretensión de operatividad práctica.

				La mencionada política de población que arranca en 1973, guiada ya por un espíritu antipoblacionista, incluyó a lo ambiental como uno de los factores relacionados con la distribución de la población. En este sentido se vincularon los problemas del medio ambiente con la concentración poblacional en ciertas regiones, como las de Monterrey, Guadalajara y el Valle de México, en las cuales, además de la concentración de la población, los procesos de urbanización e industrialización habían ya provocado un gran impacto y deterioro. Es éste el contexto en el que emerge la alternativa de la redistribución y reubicación de la población, como una medida para disminuir las presiones sobre esos ecosistemas (SRE y GIAA, 1979: 31-33; Cabrera, 2007).

				También vale la pena mencionar, como parte de esta institucionalización de lo ambiental a la que nos venimos refiriendo, lo referente a la política sobre recursos hidráulicos y las medidas implementadas para su cuidado y control de la contaminación. Como antecedente, vale la pena mencionar la creación, en 1969, del Departamento de Prevención de la Contaminación dentro de la propia Secretaría de Recursos Hidráulicos. Posteriormente, en 1971, se estableció la Dirección General de Usos del Agua y Prevención de la Contaminación. Hasta 1977, esta dirección tuvo como función la vigilancia de todo aquello referente a la contaminación del agua, para más tarde incluir una consideración sobre los recursos no renovables. Esto tuvo efecto propiamente cuando se fusionaron la Secretaría de Agricultura y la de Recursos Hidráulicos. Dentro de los instrumentos legales que permitieron a la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH) llevar a cabo acciones para controlar y vigilar los recursos hidráulicos del país, se encuentran en primer lugar la llamada Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de Aguas, la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental, que brindan facultades a la SARH para actuar en lo referente al control y uso racional de los recursos hidráulicos (SRE y GIAA, 1979: 37-38).

				Además del marco legislativo mencionado, es importante agregar el Reglamento para la Prevención y Control de la Contaminación de Aguas de 1973. Este marco jurídico e institucional permitió, hasta 1979, llevar a cabo acciones como la del diagnóstico de calidad de agua en todo el país, en los ríos, los lagos y las cuencas. También se estudiaron las aguas residuales, sobre todo en ciudades industriales del país. Un hecho significativo que destaca en los diagnósticos emprendidos en esos años es que, de 276 poblaciones estudiadas, sólo 30 tenían un sistema para tratamiento de aguas residuales. Por su parte, el estudio llevado a cabo en las 320 cuencas del país diagnosticó que 11 necesitaban una intervención inmediata y 43 de ellas programas de mediano plazo (SRE y GIAA, 1979: 40).

				Se analizó, al mismo tiempo, la contaminación de las aguas costeras, la contaminación provocada por la transportación marítima y por hidrocarburos. Esta última ya había sido normativizada desde 1961, cuando se reglamentaron las descargas de aceites o mezclas aceitosas en aguas territoriales o interiores de los barcos de cualquier nacionalidad (SRE y GIAA, 1979: 47-48).

				También la Secretaría de Marina participó en este nacimiento institucional de la problemática ambiental, sobre todo con una reglamentación sobre la contaminación. En 1979 dio a conocer un reglamento referente a la contaminación de aguas marinas por vertimiento de desechos. Entre las actividades que llevó a cabo esta secretaría está la delimitación de una zona de vertimientos y la realización de una serie de monitoreos de calidad del agua marina y de sustancias contaminantes y su impacto sobre el medio ecológico. La información obtenida de los monitoreos se recolectó en 1974 en un Sistema de Información de la Calidad del Agua, que fue creado para mantener cierto control; a partir de 1978 comenzó a recopilar información sobre otros aspectos del medio ambiente.

				La SARH inauguró un Distrito de Control de la Contaminación del Agua en Morelos, en donde se dejaban residuos industriales en diferentes colectores y después se sometían a un proceso para volver a utilizar el agua. Después del establecimiento de este distrito de control se planeó el establecimiento de otros más en distintos lugares de la República (SRE y GIAA, 1979: 45-46).

				En lo que se refiere a la contaminación propiamente en el Valle de México, para el periodo 1979-1982 se estableció un programa especial. Fue la Comisión Intersecretarial de Saneamiento Ambiental quien lo elaboró. Éste se llamó Programa Coordinado para Mejorar la Calidad del Aire en el Valle de México y constituyó el primer esfuerzo gubernamental para enfrentar un problema sobre cuya seriedad no solamente existía consenso entre autoridades y especialistas, sino también entre la ciudadanía.

				Pero incluso, y en defensa de la idea de que México no necesariamente arribó tarde a la cuestión ambiental, todo este aparato jurídico-normativo-institucional no nació repentinamente, sino que está vinculado a una tradición legislativa que se remonta al menos a 1926, cuando se cuenta ya con un intento de regulación del agua, el cual incluye su distribución, la creación del Código Sanitario de 1934; el Reglamento para los Establecimientos Industriales o Comerciales, Molestos, Insalubres o Peligrosos de 1940; la Ley de Conservación del Suelo y del Agua de 1946; la Ley Federal de Caza de 1952, y la Ley Forestal de 1961 (Dardón, 1999: 14-20).

				Las ideas ambientales que prevalecen en algunos círculos académicos, gubernamentales y sociales en el ámbito internacional en los años setenta y de las cuales se tiene conocimiento en México, aun cuando fuera sólo en pequeños círculos, son bastante avanzadas; analizan de manera amplia la cuestión ambiental y apuntan a un intento de reflexión en torno a los problemas del medio ambiente en el cual no se les separa del resto de los problemas de los cuales son causa o efecto, en el más amplio contexto de los problemas sociales, económicos y políticos en lo nacional y en lo internacional. De esto da cuenta el mensaje dirigido por el presidente Luis Echeverría, en 1974, a un grupo de especialistas nacionales e internacionales reunidos en Cocoyoc:

				Ustedes han venido a hablar aquí de algo mucho más hondo que de la mera conservación de los recursos naturales; más profundo que de las solas nociones que se exigen ahora, en una sana ecología que el depredador hombre contemporáneo de la sociedad industrial debe conocer y respetar […] están ustedes concluyendo que […] es necesario establecer normas de mayor justicia entre los pueblos y en el seno de cada país, entre los distintos sectores sociales; han venido a decir que el hombre contemporáneo ha cometido graves errores en el camino de su crecimiento, en relación con los demás hombres y con la naturaleza (Vizcaíno, 1975: 478).

				Los años sesenta y, sobre todo, los setenta en México son años de reflexión ambiental, aun cuando ésta fuera pensada predominantemente como problemas de contaminación y de salud pública. Diversos sectores de la sociedad muestran una receptividad especial a las ideas que circulan en el mundo en torno al agotamiento de los recursos naturales, el problema energético, los vinculados a las altas tasas de crecimiento demográfico observadas en la década 1960-1970 en México y en el mundo no desarrollado, los que tenían que ver con el intenso proceso de urbanización que estaba saturando los centros urbanos y áreas metropolitanas, creando problemas de servicios públicos y de deterioro ambiental. Son éstos los años de preparación para esa nueva etapa de reconsideraciones, de cambios y de propuestas gubernamentales en México como en el mundo, tanto sobre la nueva dimensión que estaban adquiriendo los problemas ambientales como sobre una nueva forma de pensarlos y enfrentarlos en el ámbito internacional y también en México.

				LOS AÑOS OCHENTA: LA CONSTRUCCIÓN DEL MARCO INSTITUCIONAL

				Los años ochenta marcan un cambio no sólo en las concepciones sobre el medio ambiente, sino también en el ritmo con el que se crean instituciones, se producen leyes, normas e iniciativas y se proponen acciones. La ansiedad de los años sesenta y setenta parece sustituirse por una necesidad de actuar, de tomar decisiones, de corregir el daño ambiental, percibido ya de manera unánime. La preocupación ambiental en el mundo es ya una prioridad desde principios de los ochenta. El antiguo director del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, M. Tolba, lo expresó con claridad por esa época, al señalar que el sistema económico mundial debía ser transformado por resultar injusto para los países no desarrollados y por destruir las bases naturales sobre las que se sostiene el desarrollo. Para él, los ecosistemas del mundo han alcanzado ya los límites de su capacidad de carga y los pobres sólo cuentan con dos opciones: emigrar o permanecer en sus lugares y morir de hambre. Una prueba del aumento no sólo de la conciencia ambiental sino del fortalecimiento de la acción gubernamental es que, tan solo en 10 años, contados a partir de la Cumbre de Estocolmo de 1972, más de 140 países contaban ya con alguna agencia de gobierno encargada de enfrentar los problemas ambientales de sus respectivas naciones. México formó parte de este grupo de países, y a un muy alto nivel, desde 1972, cuando se formó la Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente. En Europa, la Comunidad Económica puso en práctica sus Environmental Action Programmes, el tercero de los cuales cubre el periodo de 1982 a 1987. Éste va más allá de los dos primeros (1973-1982) y amplía sus áreas de interés, pasando de una preocupación por el establecimiento de normas aisladas sobre la calidad del agua, del aire y sobre los desechos a una perspectiva que busca establecer estándares de emisión y, al mismo tiempo, se preocupa por armonizar los objetivos ambientales con los del mercado interno, a fin de no afectar extratarifariamente la competitividad económica. Los programas de acción ambiental de Europa desde principios de los ochenta ya empiezan a participar de ese vuelco en las preocupaciones ambientales que derivó del surgimiento y percepción del daño ecológico como un problema de naturaleza internacional y global (la lluvia ácida, la destrucción de la capa de ozono y, más tarde, el cambio climático), y la incorporación temprana de la idea del desarrollo sustentable a raíz de la publicación de la Estrategia mundial de conservación de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza UICN) en 1980.

				Desde el inicio de los años ochenta se abre paso en el mundo, lo cual se refleja también en México, una voluntad social que ve de manera nueva todo lo relacionado con la naturaleza. Es ésta una mirada que insinúa ya la idea de medio ambiente y, al hacerlo, denota un salto cualitativo para superar la idea de lo ambiental como algo restringido a la contaminación y al daño a la salud humana. No deja, desde luego, de estar presente lo ambiental como algo subordinado a lo económico, a cuyo desarrollo no se puede contraponer. No obstante, y precisamente como una preocupación por hacer viable la durabilidad del modelo de desarrollo occidental, de acuerdo con sus mismas estructuras económicas y de poder, se plantea la necesidad de proteger a la naturaleza del desarrollo (de sus excesos) y para el desarrollo (Eckersley, 1992). El surgimiento de la idea de medio ambiente, que nace de la reflexión intelectual y gubernamental de los años setenta, significa pensar la relación hombre-naturaleza como vínculos que involucran al mundo natural, al mundo modificado por el hombre, a las instituciones sociales, a la economía y a las estructuras de poder; es ésta, pues, una concepción comprensiva cuya principal implicación es que en la definición de los problemas del medio ambiente y en las medidas de política para enfrentarlos no se puede, por una parte, analizar los problemas de manera aislada, como problemas de orden natural y, por otra, tampoco se les puede restringir en su causalidad, en sus consecuencias y en las respuestas de política, como si fueran sólo problemas reducidos a su condición natural, como problemas que sólo tienen que ver con acciones y reacciones químicas, como problemas regidos sólo por las leyes de la física, sino que además deben ser concebidos en tanto producto de acciones y reacciones entre agentes sociales, dependientes de fuerzas políticas, de valores, de normas y de símbolos sociales.

				Al emerger la noción de medio ambiente así descrita, hecho que se observa con claridad conforme nos adentramos en la década de los ochenta, surge también un esfuerzo gubernamental por proponer estrategias de política que respondan a esa condición de existencia de lo ambiental en la cual se le concibe bajo una mirada ecosistémica, integral y multicausal. Por ello, tanto en el ámbito internacional como en México empiezan a plantearse estrategias de política pública en las cuales se involucra a distintas agencias de gobierno que posibiliten la puesta en práctica de programas coordinados, en los que se abra paso a una perspectiva y un enfoque de política intersectorial.

				En México estos enfoques y esta nueva manera de entender la problemática ambiental empiezan a tomar forma, al menos en el ámbito de la política pública, desde inicios de los años ochenta, en un plazo de tiempo no muy distante al que se presenta en el ámbito internacional. Una diferencia respecto de lo que ocurre en el mundo desarrollado es que en México esta nueva concepción de lo ambiental, que se asoma en la legislación y en la administración pública, no proviene de un debate intelectual interno, ni está necesariamente avalada por una conciencia ciudadana especialmente fuerte o por un movimiento ambiental con gran presencia social o con influencia gubernamental.

				A principios de 1982 se publicó la Ley Federal de Protección del Ambiente, que sustituyó no sólo a la Ley Federal para Prevenir la Contaminación Ambiental de 1971, sino también su orientación sanitaria y su restricción contaminista. En la ley de 1982 la noción central es la del medio ambiente, con una concepción que apunta más a lo ecosistémico, que se preocupa no sólo por el bienestar humano sino que, además, le da cabida y de alguna manera existencia legal al mundo no humano. Por ello afirma Brañes (1987) con respecto al artículo 4° de esta ley que el definir al ambiente como un conjunto de elementos naturales, artificiales o inducidos por el hombre, físicos, químicos y biológicos que propician la existencia, transformación y desarrollo de organismos vivos, se está incorporando como materia legal una idea holística del medio ambiente, claramente emparentada con la ecología (Brañes, 1987: 109), la cual se distancia de las concepciones previas. Por primera vez, la administración pública y su marco legislativo introducen términos como “criterios ecológicos”, “ecosistemas”, “sistemas ecológicos” (Brañes, 1987: 174-175). Se insinúa ya como estrategias de política pública la búsqueda del equilibrio ecológico, incluyendo la protección al medio marino, los efectos de la energía térmica, la inspección, la vigilancia, el llamado recurso de inconformidad, la noción de acción popular y el establecimiento de delitos en torno al medio ambiente (Dardón, 1999: 101). Ese mismo año de 1982 se publicó el Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminación por la Emisión de Ruidos (Sedue, 1983). El tema del ruido volverá a aparecer más adelante, esa misma década, para desaparecer posteriormente del horizonte de la planeación ambiental gubernamental.

				La emergencia de lo ambiental en los ochenta es de naturaleza cuantitativa y cualitativa. Por una parte, surge un gran número de instituciones y se legisla de manera intensa. Por otra, lo que se legisla y las instituciones creadas muestran la naturaleza del cambio conceptual que se está abriendo paso. Así, lo mismo que la Ley Federal de Protección al Ambiente sustituye a la de 1971, la reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y las reformas a la Ley Federal de Protección al Ambiente de 1983 dieron lugar a la creación de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), con lo cual lo ambiental adquiere una dimensión más amplia. El Programa Nacional de Desarrollo 1983-1988 introdujo un apartado sobre ecología (Lascuráin, 2006: 110). En 1984 se publicó el llamado Plan Nacional de Ecología 1984-1988 (PNE); en éste, además de las preocupaciones y las medidas para enfrentar la contaminación, se plantea el problema de la explotación irracional de los recursos forestales y se alerta sobre los daños inmensos infringidos a la flora y la fauna, las cuales parecen haber llegado a niveles críticos (Brañes, 1987: 183).

				El PNE enuncia la necesidad de la planeación integral; señala y jerarquiza las acciones sectoriales y la necesidad de pensar y actuar más allá de la estructura sectorial, por ello en 1985 se creó la Comisión Nacional de Ecología (Conade), la cual tuvo un carácter intersecretarial. Aun cuando la conformaron las Secretarías de Programación y Presupuesto (SPP), la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue) y la Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA), con la coordinación de la Sedue, tuvo la capacidad de convocar a otras instancias de la administración pública federal, lo mismo que a los gobiernos de los estados y de los municipios, cuando las necesidades programáticas y los programas y acciones concretas así lo demandaran (INE, 2006: 68; Brañes, 1987: 64). Formalmente, esta comisión tuvo bajo su responsabilidad dos funciones cruciales para enfrentar los problemas ambientales del país: uno, el análisis y establecimiento de la agenda ambiental, sus prioridades y sus objetivos; dos, proponer elementos de gestión y operación en el manejo de la problemática ambiental (Brañes, 1987: 64). La actividad más renombrada de la Conade fue su estrategia “100 Acciones Necesarias” de 1987. En ella se percibe una verdadera preocupación ambiental gubernamental y se hace evidente que el Estado está consciente del nivel crítico que ha alcanzado el deterioro ambiental. Las “100 Acciones” trasmiten un sentimiento de urgencia y denotan conciencia de la necesidad de actuar, aun cuando sólo fuera para remediar, para corregir o, al menos, para disminuir el daño ambiental. Las acciones se dirigen a lo urgente, allí donde se presentan focos de problemas agudos. Las acciones no se ocupan del futuro porque lo ignoren, sino porque la gravedad de los problemas del presente no permite pensar en los que se presentarán en el mediano y largo plazos. El tema de la contaminación del agua, del aire, los suelos y el ruido ocupan una parte fundamental de esta estrategia. Pero las “100 Acciones” también se ocupan de la conservación y restauración de los recursos naturales, del tema de los agroquímicos, detergentes, de las sustancias y los materiales peligrosos, incluyendo también acciones en el campo de la educación y la generación de conciencia.

				Estamos en presencia del nacimiento de un marco normativo e institucional de avanzada, en términos de la concepción ambiental que se maneja. No obstante, una cosa es la existencia de leyes e instituciones de vanguardia y otra es el cumplimiento de los principios enunciados, de las leyes y normas que regulan las conductas ambientales de los distintos actores sociales, y la puesta en práctica efectiva y exitosa de los programas con los cuales se pretende enfrentar el daño y deterioro ambiental (Lascuráin, 2006: 110-111). En esos años la Sedue contaba con un presupuesto que no rebasaba 1% del presupuesto general del Estado (Kürzinger et al., 1991: 72), lo cual, más que ningún otro dato, da cuenta de la importancia real del tema ambiental para la autoridad gubernamental.

				La segunda parte de los años ochenta marca los cambios cualitativos más significativos de esa década y de todo el periodo anterior. La publicación en 1987 del Informe Brundtland constituyó el punto de referencia en materia ambiental hacia atrás y hacia adelante. Hacia atrás, porque aparece como la culminación de toda la discusión que alcanza su mejor momento al inicio de los años setenta. Era una reflexión que no sólo se mostraba preocupada por el deterioro de la naturaleza y el agotamiento de los recursos y materias primas que ésta proveía para satisfacer tanto las necesidades humanas como las del mercado, sino que también intentaba buscar y proponer los remedios más adecuados para arribar a respuestas desde el ámbito de la política pública. El Informe Brundtland recoge la idea de que, sin tocar los fundamentos de la moderna sociedad industrial, es posible corregir sus excesos, recuperar la naturaleza perdida y, despejando las dudas prevalecientes entre los especialistas, lograr un desarrollo duradero, sostenido o “sustentable”, término con el que a partir de entonces se empezó a llamar de manera más generalizada a los intentos por armonizar el desarrollo y el medio ambiente y que, además de plantear la necesidad de asegurar la continuidad de la civilización occidental, introducía la noción de justicia transgeneracional al plantear el principio de que nosotros, los habitantes del mundo de hoy, debemos heredar a las generaciones futuras un capital natural al menos equivalente a aquel que recibimos. El Informe Brundtland es un llamado a la institucionalidad, al diálogo, al statu quo, y una defensa incondicional al establishment social y ambiental. Por ello, sus propuestas se mueven en el marco de las estructuras político-administrativas existentes y por ello también su llamado a la ciencia y la tecnología, como instrumentos fundamentales para la generación de riqueza bajo principios de ecoeficiencia. Es esta voluntad de apelar al orden social existente, a los sistemas jurídico-políticos, lo que pone el énfasis en la gestión, en la administración informada y eficiente, haciendo un llamado a la modernización ecológica. El verdadero intento de la propuesta del “desarrollo sustentable” generalizada por el Informe Brundtland no es el cambio social, institucional y normativo para provocar una actitud renovada en la relación hombre-naturaleza, sino más bien la propuesta de readecuación, de reacomodo, de racionalización y modernización de las estructuras institucionales y conductas humanas a fin de obtener, dentro del mismo orden valorativo, normativo y político, y de acuerdo con los mismos principios que guían la relación con la naturaleza en la sociedad moderna, resultados más eficientes, un mejor uso de recursos, menores niveles de contaminación y una mayor durabilidad de la base de recursos naturales existentes. Se trata de darle un nuevo aliento al desarrollo económico, “revitalizar la economía mundial” (Lascuráin, 2006: 38-39). La ciencia, la tecnología y su aplicación para optimizar los sistemas productivos y los recursos de la administración son los principales factores puestos en movimiento bajo el discurso de la sustentabilidad. El orden social, los fundamentos de la desigualdad, las relaciones de poder y el marco valorativo de la moderna sociedad industrial no son cuestionados.

				El Informe Brundtland habla no sólo de una visión ecosistémica, alude también a la dimensión global y transtemporal de los problemas ambientales. Al divulgar y generalizar el discurso del “desarrollo sustentable”, como un planteamiento que debe necesariamente involucrar a todos los países, crea una comunidad internacional, una conciencia colectiva global que permite a naciones distantes y distintas comunicarse con un mismo lenguaje, hablar con un mismo código y compartir angustias, esperanzas, temores y preocupaciones ante problemas que amenazan a todos por igual, independientemente de sus orígenes y de las responsabilidades. El discurso de la sustentabilidad es un llamado a la unidad, a la colaboración, a trascender la diferenciación social, las diferencias étnicas, culturales, económicas y políticas. Su llamado es al individuo por lo que tiene en común, no por lo que lo hace diferente, porque su planteamiento principal interpela al hombre ante una amenaza que involucra a todos por igual: la amenaza ambiental, el riesgo del agotamiento de los recursos naturales, en tanto sustento que son de la vida humana. Al definir objetivos comunes entre naciones, independientemente de las diferencias en cuanto a niveles de desarrollo, conciencia e infraestructura institucional, la idea es establecer objetivos comunes que permitan unir esfuerzos para enfrentar a un enemigo común: la destrucción del sustrato natural de la vida, partiendo no sólo de las naturales conexiones entre los hombres, los recursos, el medio ambiente y el desarrollo, sino también del carácter compartido de esta amenaza (Urquidi y Mainhold, 1990: 7-8). El Informe Brundtland contiene una propuesta optimista de conciliación del desarrollo económico con su sustento natural (Urquidi y Mainhold, 1990: 9). Tiene fe en la respuesta tecnológica y en la capacidad organizativa, en la ciencia y en la administración para superar aquello que previamente había sido establecido como “los límites del crecimiento”.

				Es éste el contexto internacional que explica los cambios constitucionales que tienen lugar en México en 1987, especialmente la reforma al artículo 27, que plantea la necesidad de buscar el equilibrio ecológico y la protección del medio ambiente según una perspectiva integral (Brañes, 2000: 87). Ese mismo año se modificó también el artículo 73 para descentralizar lo ambiental, haciéndolo un asunto de incumbencia del Congreso de la Unión, las entidades federativas y los municipios (Brañes, 2000: 90). El 28 de enero de 1988 se promulgó la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (LGEEPA), inspirada e influida sin duda por el Informe Brundtland.

				La LGEEPA se sitúa más allá de la noción ambiental como un problema de contaminación y de aquella que lo plantea como un problema de recursos naturales. Su propuesta es la de una perspectiva integral, su apelación es al medio ambiente y éste con sus múltiples interconexiones, con factores de orden natural y de naturaleza social (Semarnat, 2006: 69). Se ocupa no sólo de la condición ecosistémica de lo ambiental según la perspectiva analítica, sino también de los órdenes de gobierno participantes en su gestión, a los cuales desfederaliza; propone la participación social como forma de conocimiento y gestión; avanza hacia la búsqueda del cumplimiento de la norma y la ley por medio del establecimiento de sanciones a la infracción, y le da relevancia analítica y operativa al establecimiento de áreas naturales protegidas, a la necesidad de la política ambiental y a la operativización de ésta por medio de instrumentos de gestión que permitan la puesta en práctica de la ley y la norma ambiental (Lascuráin, 2006: 112). Esta propuesta de terrenalización de la ley y de la gestión ambiental se hace presente en la introducción de las nociones de ordenamiento ecológico y regulación ecológica de los asentamientos humanos, la evaluación del impacto ambiental, de las medidas de protección de las áreas naturales y del papel relevante otorgado al impacto ambiental como instrumento de regulación (Kürsinger et al., 1991: 74).

				La LGEEPA, lo mismo que el Informe Brundtland, hace eco de la voluntad democratizadora que ya para principios de los años ochenta había invadido al mundo desarrollado. Ésta se expresa, entre otras causas, como cuestionamiento a algunas de las instituciones y prácticas de la democracia representativa; responde de manera institucional a los llamados a la democracia directa provenientes de algunos sectores de la sociedad civil, y le abre un espacio de inclusión formal a la participación social, ya sea bajo la forma de participación ciudadana directa o de acuerdo con el esquema participativo de las llamadas “organizaciones no gubernamentales” (ONG). El propósito de esta participación es la búsqueda de la legitimidad de la acción pública; por ello es considerada como un intento por sentar las bases normativas para “una gestión democrática de la política ecológica” y para “fortalecer crecientemente la correspondencia social en la materia” (Brañes, 1991: 99).

				La LGEEPA carece de ingenuidad, es precisa en su planteamiento y en sus propósitos, desea liberar al Estado de la carga y responsabilidad exclusivas de la gestión ambiental, involucrando a la sociedad civil como corresponsable en la búsqueda de soluciones y en la puesta en práctica de estrategias y medidas, aun cuando para ello tenga que hacer acompañar este frente abierto en el rubro de las obligaciones con uno correspondiente al terreno de los derechos, como es el caso de la participación en la toma de decisiones (Brañes 1991: 84).

				LOS AÑOS NOVENTA: EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y LOS PROBLEMAS GLOBALES

				Los noventa son sin duda los años de difusión de la idea del desarrollo sustentable y de otra que le es afín: la globalización. El discurso de la sustentabilidad se apoderó de la década de los noventa en todo el mundo, primero en el desarrollado y después, o simultáneamente, en el no desarrollado. Lo ambiental no es más asunto exclusivo de especialistas y de militantes verdes; se hace tema de diversos y disímbolos grupos sociales, académicos, empresarios, funcionarios públicos, agencias de financiamiento, etc. (Macnaghten y Urry, 1998: 213). Si el Informe Brundtland plantea las relaciones entre los límites ambientales y el desarrollo, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, llevada a cabo en Río de Janeiro en 1992, hizo de esa interrelación el tema central de las discusiones y acuerdos, logrando consenso entre las naciones participantes para hacer del desarrollo sustentable la vía de acceso a la necesaria conciliación entre el medio ambiente y las políticas de desarrollo nacionales, como medio para hacer del modelo de civilización occidental algo viable y duradero.

				El mandato de Río a los gobiernos fue buscar los instrumentos de política que hicieran posible pasar del discurso a la acción programática en términos del reconocimiento del carácter finito de los recursos del planeta, la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer la capacidad de las futuras para satisfacer sus propias necesidades, y la importancia de integrar los objetivos ambientales con los del desarrollo. La Cumbre de la Tierra en Río plantea y divulga con precisión un nuevo ámbito, nuevos portadores y nuevos objetos de derecho y de obligaciones que deberán ser incorporados en los sistemas normativos de las naciones: aquellos que habitarán el planeta en el futuro, el derecho de los grupos marginados contemporáneos a un medio ambiente de calidad y el derecho a existir que tienen las formas de vida no humanas (Lipietz, 1996: 223; Haughton, 2004: 62).

				Las ideas contenidas en el Informe Brundtland y su consagración en la Cumbre de la Tierra de Río, que tuvo y tiene una influencia decisiva en todo el discurso ambiental mundial, público y privado y que, sin duda, influyó en los diseños institucionales, la legislación y la política ambiental mexicana, se sustentan en un conjunto de supuestos que vale la pena enunciar. El desarrollo sustentable implica una concepción de lo ambiental que ve al mundo de manera unificada, global e interrelacionada, de tal manera que las causas y consecuencias de los problemas ambientales no pueden restringirse a sus ámbitos locales, regionales o nacionales, sino que deben ser pensadas como resultado de interacciones en todos sus niveles de existencia y causalidad. En la medida en que el desarrollo sustentable nace en el contexto de la preocupación por los Límites del crecimiento (Meadows et al., 1972), el Informe Brundtland propone un desarrollo en el cual se intente una mayor racionalización en el uso de los recursos naturales, planteando la puesta en práctica de sistemas, técnicas y formas productivas que busquen la ecoeficiencia. Para ello deberá recurrirse a los avances logrados por la ciencia y la tecnología. Parte de esta ecoeficiencia tiene que ver con la búsqueda de fuentes de energía alternativas que sustituyan a los combustibles fósiles, conocidos por el daño ambiental que provocan. El desarrollo sustentable plantea también la importancia de la equidad, es decir, su compromiso con principios de justicia social como base de los de justicia ambiental. Ésta no existe donde prevalece el hambre, la pobreza y la desigualdad (Urquidi y Mainhold, 1990: 78-79; Lascuráin, 2006: 36-37). Finalmente, el desarrollo sustentable, tal y como lo plantea el Informe Brundtland, busca conciliar dos términos, dos fenómenos que en la realidad se muestran no sólo separados, sino también opuestos: la economía y el medio ambiente, el desarrollo y la naturaleza. La Comisión Brundtland, en su reporte, insiste en la posibilidad de esta conciliación por medio de una ingeniería científica, tecnológica y administrativa. Esta última tiene un papel fundamental en la propuesta. Se trata de llevar el criterio ambiental a la política pública, trascender los recortes sectoriales, reproducir en el plano de la administración el carácter integral de los fenómenos ambientales, lograr la integración de los objetivos ambientales con los del desarrollo, de tal manera que todos los sectores encargados de planear, programar y tomar decisiones con algún impacto en el medio ambiente prevean y disminuyan los daños a la naturaleza derivados de la persecución de sus fines sectoriales.

				El Informe Brundtland y los debates suscitados en torno suyo plantean dos principios más. Uno es la imposibilidad de los Estados-nación para asumir los compromisos que el grado alcanzado por el deterioro ambiental impone a los gobiernos, por lo que hace imperativo el compromiso social, de tal manera que sea por medio de la unión Estado-sociedad que se pueda hacer frente al reto ambiental. Esto abre la puerta a la discusión en torno a la participación social, la democracia y la justicia social. A partir de entonces, las llamadas “organizaciones no gubernamentales” u “organizaciones de la sociedad civil”, provenientes de distintos sectores de la sociedad, han desempeñado un papel preponderante en buscar la demandada participación social y en los intentos por abrir espacios de democratización en la repartición de los bienes y los males ambientales. El segundo principio que nace del informe es el que tiene que ver con la necesidad de hacer eficiente la gestión del medio ambiente. De allí ha surgido la discusión en torno a la búsqueda de los arreglos institucionales más adecuados para el manejo de una realidad que en su propia naturaleza muestra su complejidad, su carácter integral y su interdependencia con fenómenos de orden natural y social. La administración pública, por su lado, muestra una lógica sectorial que se contrapone a esas características señaladas que conforman la parte natural de lo ambiental. Además de algunos intentos que se han presentado en diversos países para trascender esa lógica sectorial por medio de comisiones, coordinaciones o mediante la instauración de unidades ambientales en diversos ministerios, secretarías o departamentos de Estado (Baker, 1989), surgió también el concepto de integración de políticas. Cualquier problema ambiental, ya sea la contaminación atmosférica, la pérdida de la biodiversidad, el manejo de residuos, etc., requiere una acción pública que no se restrinja a la acción exclusiva de uno de los sectores de la administración gubernamental, sino que exija la concurrencia de diversas sectores y niveles de gobierno. En México, el instrumento de política pública recurrido para llevar a cabo estas propuestas de integración es el llamado Plan Nacional de Desarrollo, que en su estructura formal alude a la integración como la esencia de su estrategia de intervención pública (Sedesol e INE, 1993; García, Quadri y Escalera, 2000).

				El Informe Brundtland propone la restitución del equilibrio ecológico, reconstruir aquello que ha sido dañado por el progreso económico y material y sembrar las bases naturales que hagan del modelo de desarrollo de la sociedad industrial algo perdurable. El desarrollo económico sobre el que el informe reflexiona es uno que provoca pobreza, desigualdad, injusticia y daño ambiental. Por ello, sus propuestas van dirigidas a su modernización bajo la guía de criterios ecológicos, una racionalización de las prácticas productivas de la sociedad industrial que se adecue a los límites naturales, a la escasez de los recursos con los que se genera la riqueza social; es decir, se trata de una propuesta de modernización ecológica.

				Es esta modernización la que está presente en todo el proceso de revisión y transformaciones institucionales que se observa en diversas partes del mundo, incluyendo a México. La LGEEPA registra con claridad estos principios. Pero no es únicamente este marco normativo el que da cuenta del nuevo mensaje. La reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal de 1992, que transformó a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue) en Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) y creó el Instituto Nacional de Ecología (INE) y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), reflejó de manera directa esta búsqueda de modernización. El INE fue habilitado para crear el marco normativo y para dictar las líneas que habría de seguir la política ambiental. La Profepa se hacía responsable de que aquello que quedó establecido como principio jurídico y normativo y que la política definió como su estrategia, sus objetivos, metas y acciones, conducentes a la obtención de los equilibrios ecológicos, fuera efectivamente obedecido y cumplido. En el mismo año de 1992 se creó por decreto presidencial otra institución fundamental, que también expresa la nueva concepción sobre el medio ambiente y que nace del Informe Brundtland y se difunde por el mundo, la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio). Esta institución epitoma el cambio en las concepciones y perspectivas ambientales que se producen de 1970 a 1990. Da cuenta del salto de los enfoques sanitarios y de contaminación hacia concepciones ecosistémicas y, sobre todo, hacia la revaloración de la naturaleza, con la biodiversidad como principio fundamental en la búsqueda del equilibrio ambiental y la importancia que paulatinamente adquiere en el discurso ambiental de la sustentabilidad el mundo no humano.

				Estos cambios institucionales que tienen lugar en México resultan del debate mundial desencadenado por el Informe Brundtland y anticipan la Cumbre de Río. Pero la década de los noventa no resulta influida en sus instituciones ambientales únicamente por el movimiento que va de la instauración de la Comisión Brundtland en 1983 a la Cumbre de la Tierra de 1992. Otros factores suman su influencia y explican los cambios profundos que ocurren en ese periodo. Dos de ellos tienen especial importancia: la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), que entró en vigor el primer día de 1994, y la incorporación de México a la Organización para la Cooperación Económica (OCDE) ese mismo año. Ambos acontecimientos trajeron consigo una intensa actividad legislativa, normativa e institucional. Normas ambientales de diversa naturaleza fueron creadas con el propósito deliberado del gobierno de formar parte del acuerdo que unió comercialmente a Estados Unidos, Canadá y México. Como parte de este movimiento, a fines de 1994 se creó la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) y en 1996 se llevó a cabo una importante reforma a la LGEEPA para adecuarse a los cambios normativos e institucionales introducidos por la firma de esos acuerdos.

				Los cambios a la LGEEPA de 1996 la actualizan, sobre todo con relación a los compromisos adquiridos a partir del TLCAN y el ingreso a la OCDE. Para la entrada en vigor del TLCAN, México tuvo que firmar, al mismo tiempo, otros dos acuerdos: el de cooperación ambiental y el de cooperación laboral. El primero implicó la incorporación de aspectos jurídico-ambientales que no estaban contemplados en la LGEEPA de 1988 (González, 1997: 67). En este sentido, surgen los principios de autorregulación, las auditorías ambientales voluntarias, los inventarios de emisiones y transferencias de contaminantes y la unificación de los trámites para la operación y funcionamiento de establecimientos de competencia laboral (García, Quadri y Escalera, 2000: 20-21). La entrada a la OCDE también significó para México importantes modificaciones normativas e institucionales, algunas de las cuales se reflejan en la reforma a la LGEEPA de 1996 aquí comentada. Lo mismo que para todos los estados miembros, la OCDE planteó a México un conjunto de recomendaciones en materia de política ambiental, entre las que destacan el principio llamado “el que contamina paga”, la incorporación de instrumentos económicos como componente de la política ambiental y la búsqueda de la descentralización por medio del principio de subsidiariedad. (González, 1997: 73-74). Ambos tratados resultaron decisivos para la actualización normativa ambiental que se observa en México en los años noventa. La incorporación de México a la economía internacional y a la globalización por medio del bloque comercial de América del Norte, y su incorporación al club de países que integran la OCDE aceleran la modernización normativa ambiental y, en muchos aspectos, crean un marco jurídico que va más allá de la realidad nacional, que se muestra un poco artificial o, al menos, con pocas posibilidades de hacerse efectiva. Era difícil logra que muchas normas se cumplieran, se pusieran en práctica o se impusieran las sanciones que su incumplimiento provocaba. De cualquier manera, el mandato era bastante claro: los proyectos económicos, la misma política económica impulsada por el Estado y el medio ambiente, debían buscar la conciliación mediante la coordinación de sus instrumentos de gestión (Semarnat e INE, 1995: 11).

				Las modificaciones a la LGEEPA de 1996 fueron sustanciales y profundizaron el proceso de modernización ecológica mexicana, aun cuando sólo fuera en su aspecto normativo e institucional. Además de incluir un capítulo sobre delitos ambientales, se instrumentó un cambio jurídico en lo referente a la distribución de las competencias en materia ambiental en los tres órdenes de gobierno, se adecuaron los instrumentos ya existentes, se ampliaron los espacios de participación social, se reglamentó el derecho a la información y se revisaron los procedimientos de inspección y vigilancia y el sistema de sanciones, fundamentales para el logro de las metas y la modificación de las conductas dañinas al medio ambiente (Brañes, 2000: 109). Las reformas de 1996 hicieron desaparecer a la Comisión Nacional de Ecología (Conade).

				EL NUEVO SIGLO

				El año 2000 en México significó una nueva administración, la caída de un sistema de partido único, la alternancia política y un partido nuevo en el poder. La gestión ambiental federal, a cargo desde 1994 de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), sufre en el año 2001 una reestructuración que la lleva a acotar sus funciones, al quitársele el área de pesca para convertirse en Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat). Con la Semarnat nace una nueva preocupación y una reorientación de esfuerzos. Por una parte, se retoma el principio de la participación ciudadana como elemento de democratización de la gestión y, por otra, se introduce el principio de transparencia, no sólo en el ejercicio de la función pública, sino también como un derecho que habilita al ciudadano para conocer las condiciones y la calidad del medio ambiente en el que habita. Para hacer esto posible se crea y se hace público un registro de contaminantes. Con ello se pone al alcance de individuos y organizaciones información relevante sobre la contaminación y sobre las violaciones a las normas ambientales (Rodas, 2005: 50). Desde tiempo atrás, pero con mayor énfasis al inicio del nuevo milenio, la política ambiental se vuelca hacia su propio quehacer y hacia los medios mismos de la política pública. La actividad legislativa, los marcos y arreglos institucionales, así como los instrumentos de gestión toman gran relevancia. En este contexto, destaca la puesta en práctica de instrumentos jurídicos que avanzan hacia la descentralización, el federalismo y un reparto más equitativo y eficiente de las tareas de gestión en los tres niveles de gobierno, federal, estatal y municipal. A finales de diciembre de 2001 se reforman diversos artículos de la LGEEPA, como fue el caso del artículo 11, y se llevan a cabo ocho adiciones. Con ello, la federación, a través de la Semarnat, amplía sus ámbitos de competencia para suscribir acuerdos de coordinación con los gobiernos de los estados, del Distrito Federal y de los municipios para enfrentar distintos problemas ambientales, entre ellos la administración y vigilancia de las áreas naturales protegidas, los residuos peligrosos, el impacto ambiental, la contaminación del ambiente y lo relacionado con la aplicación de las leyes y normas ambientales (DOF, 31/12/2001).

				Por otra parte se plantea una estrategia dirigida a enfrentar los problemas de gestión, que derivan del recorte sectorial de la administración pública y de la ineficacia e inobservancia de la acción normativa del sector ambiental, en el conjunto de la administración pública y de sus acciones e impactos sectoriales. Con este propósito se fortalece la idea de la integralidad y de la transversalidad como estrategia de gestión ambiental. Es éste el instrumento con el que se pretende resolver los problemas ligados a los recortes sectoriales de la administración pública, ampliamente cuestionados en cuanto al manejo de problemas de naturaleza integral, compleja y multicausal. La Semarnat (2007) define la transversalidad de la siguiente manera:

				La transversalidad en la Administración Pública Federal (APF) se da en el momento en el que una o varias políticas públicas son objeto de interés de una o más dependencias o entidades gubernamentales, de tal modo que la instrumentación de acciones gubernamentales toca necesariamente dos o más ámbitos de gobierno (federal, estatal o municipal), con lo cual cada uno de ellos actúa en el marco de su responsabilidad, pero siempre de forma coordinada, a efecto de que estas acciones tengan resultados óptimos (Semarnat, 2007).

				En este contexto, en 2001 se presentó el “Programa para Promover el Desarrollo Sustentable en el Gobierno Federal”. Más de 30 dependencias federales se comprometieron a asumir el desarrollo sustentable como parte de los objetivos de su gestión. Mediante los principios de la integralidad y la transversalidad se desea capitalizar los esfuerzos tanto en el sector ambiental del gobierno federal como entre los distintos sectores de la administración, proponiendo metas conjuntas al más alto nivel y estableciendo compromisos y dando seguimiento a las decisiones y las acciones tomadas. Todo esto se lleva a cabo según un instrumento de gestión integral y transversal denominado “Agendas de Transversalidad de Políticas Públicas para el Desarrollo Sustentable”. El gobierno de Vicente Fox incluyó a la Semarnat en los tres gabinetes con los cuales se reorganizó el Poder Ejecutivo: Desarrollo Social y Humano, Crecimiento con Calidad, y Orden y Respeto. Mediante esto se pretendió hacer llegar los criterios ambientales a todos los sectores que directa o indirectamente influyen de manera positiva o negativa sobre el medio ambiente. El discurso ambiental gubernamental hizo énfasis en la necesidad de la descentralización mediante la transferencia de atribuciones y funciones a las delegaciones federales y a los gobiernos locales. Por otra parte, también el Instituto Nacional de Ecología (INE) realiza cambios sustanciales ese año, al dejar de ser la institución encargada de delinear la política ambiental y abandonar su componente normativo, convirtiéndose en una entidad de investigación y de enlace con las instituciones generadoras de conocimiento, universidades e investigadores.

				El INE reflexiona sobre la transformación de la que es objeto al inicio de la administración 2000-2006, argumentando que el cambio ocurrido tuvo que ver con una readecuación cualitativa que lo transformó de una institución burocrática más dentro de la gestión ambiental, ocupada en gran medida de trámites, permisos, licencias y autorizaciones, así como de la elaboración de las normas encargadas de regular las conductas ambientales, y cuya tarea fundamental es la de producir conocimiento y sistematizar el que se genera en los distintos ámbitos de investigación nacional e internacional para, de esta forma, proveer a la Semarnat del mejor conocimiento disponible para la toma de decisiones. Así, de ser una institución que actuaba con una lógica de corto plazo, generando o sistematizando conocimiento de coyuntura para atender de manera inmediatista y sin rigor las necesidades de la secretaría de la que formaba parte, pasó a convertirse en una institución que pudiera darle a la gestión gubernamental mayor objetividad, mayor eficacia y una base de legitimidad social más amplia. El mensaje parecería ser que con esas adecuaciones efectuadas en el INE se hacía más rigurosa y creíble la acción de gobierno. De paso se intentaba vincular al mundo de los que producen conocimiento con el de aquellos que toman decisiones en los distintos ámbitos del gobierno (INE, 2006: 6-7).

				Del año 2000 en adelante las ideas del desarrollo sustentable en el discurso ambiental del gobierno mexicano están presentes no sólo en las oficinas encargadas de la gestión ambiental, sino que es posible encontrarlas como una parte esencial y legitimadora del discurso de toda la administración pública. Son éstos también años de una intensa actividad legislativa en materia ambiental y áreas afines. Destacan la Ley General de la Vida Silvestre de 2000, la Ley General del Desarrollo Forestal Sustentable de 2003, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de 2003 y la Ley de Productos Orgánicos de 2006, entre otras (Semarnat, 2006: 354-358). Con la Ley Forestal de 2003, mediante la cual se incorpora el manejo de los recursos forestales al ámbito ambiental, se da un paso decisivo para hacer de este sector pieza clave en las propuestas de desarrollo sustentable del gobierno federal. Esta reforma a la LGEEPA precisa los instrumentos de la política forestal, legisla sobre el aprovechamiento y uso de los recursos forestales mediante criterios ambientales, establece la participación social, propone la necesidad de restablecer el capital natural y alienta la investigación (DOF, 25/02/2003).

				El gobierno del presidente Calderón, que se inició en diciembre de 2006, hizo aprobar su primera reforma a la LGEEPA el 12 de febrero de 2007, mediante adiciones a los artículos 19, 20 y 51. Esta reforma se ocupa del tema del ordenamiento territorial y de la necesidad de regular con mayor rigor las relaciones entre los asentamientos humanos y su entorno natural, así como el impacto ambiental que deriva tanto de los asentamientos como de diversas obras de infraestructura. Las modificaciones al artículo 51 aluden a las áreas naturales protegidas, incluyendo la zona federal marítima terrestre contigua; al respecto establece lo siguiente: “En estas áreas se permitirán y en su caso se restringirán o prohibirán las actividades o aprovechamientos que procedan conforme a lo establecido en esta ley, la Ley de Pesca, la Ley Federal del Mar, convenciones internacionales y demás disposiciones jurídicas aplicables” (DOF, 12/02/2007). En junio y julio de 2007 se llevan a cabo reformas adicionales, las cuales legislan sobre la contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, las actividades de los sectores productivos, la desecación o desviación de las aguas, la extracción de tierra y desmonte y la cubierta vegetal, la introducción de especies exóticas y de organismos genéticamente modificados, los estímulos fiscales necesarios para la preservación y restauración del equilibrio ecológico y sobre las áreas naturales protegidas, con la intención de incluir en esta condición a los parques y reservas federales y zonas de preservación ecológica de los centros de población (DOF, 19/06/2007; DOF, 05/07/2007).

				A finales de mayo de 2007 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (31/05/2007) el Plan Nacional de Desarrollo (PND) del presidente Calderón. El medio ambiente aparece en este plan como un criterio rector del ejercicio de la planeación gubernamental. El desarrollo sustentable emerge como el principio común que guía la transversalidad de la política pública. La sustentabilidad a la que alude el PND trata, por una parte, de conciliar el desarrollo económico, las inversiones públicas y privadas y la rentabilidad económica con su base natural, con los llamados recursos naturales, de tal manera que se asegure el derecho de las generaciones futuras para contar con una riqueza natural suficiente que satisfaga sus propias necesidades. Por otra parte, el plan introduce en el lenguaje gubernamental la idea de un desarrollo sustentable de carácter humano. Por ello, al incluir el desarrollo humano dentro de la noción de sustentabilidad, plantea que se requiere la satisfacción de las necesidades humanas fundamentales, como la educación, la salud, la alimentación, la ampliación de las oportunidades y la igualdad (Presidencia de la República, 2007: 26).

				Reafirmando las ideas de la transversalidad e integralidad que desde años atrás se difunde por toda la administración pública, el PND propone lo que llama una “estrategia integral de política pública”, dentro de la cual tiene un papel fundamental la noción de complementariedad de las políticas. Se trata de llevar el desarrollo sustentable a lo económico, lo social y lo político. Estos tres ámbitos del quehacer humano y de incidencia de la acción planificadora del gobierno se refuerzan y retroalimentan mutuamente (Presidencia de la República, 2007: 26-31) para conseguir su fin último, esto es, un desarrollo y bienestar social que sólo puede ser perdurable sobre la base del mantenimiento de las fuentes de recursos y de vida provenientes de ecosistemas sanos y equilibrados. Las dos administraciones que han tomado decisiones en materia ambiental desde el inicio del nuevo milenio han hecho alusión constante a la necesidad de búsqueda de acuerdos, compromisos y complementariedades en la acción planificadora de las diferentes dependencias de la administración pública, en sus niveles federal, estatal y municipal, sobre todo para la puesta en práctica de aquellas políticas que afectan al territorio, los recursos naturales y los ecosistemas (PNUMA, Semarnat e INE, 2004: 257-258; Semarnat, 2006: 401).

				La reforma a la LGEEPA de mayo de 2008 (DOF, 16/05/2008) extiende el principio de voluntariedad hacia el ámbito de la conservación y el de transparencia al campo de las áreas naturales protegidas. En el primer caso se habilita a las comunidades indígenas, a las organizaciones sociales y a personas morales públicas o privadas para, de acuerdo con diversos arreglos, el establecimiento de áreas naturales protegidas (ANP), siempre y cuando se trate de terrenos destinados a la preservación, protección y restauración de la biodiversidad (DOF, 16/05/2008). En el segundo caso se plantea la formación de un Registro Nacional de Áreas Naturales Protegidas, lo cual hará del dominio público todo lo concerniente a los decretos mediante los cuales diversos territorios de la nación adquieren la categoría de ANP.

				CONCLUSIONES

				La política ambiental mexicana, que data desde los inicios de la década de los setenta, se ha sustentado en un discurso vigoroso, moderno y renovado constantemente por su permanente diálogo con el exterior. El marco jurídico e institucional y las formas discursivas han estado de alguna manera a la altura de sus contrapartes en el extranjero, incluso de las de los países desarrollados. No podrá acusarse al Estado mexicano de ignorancia o atraso respecto de las grandes adquisiciones en el terreno ambiental de algunos países, de desconocimiento de los grandes temas que han movilizado ciudadanos y llamado a la conciencia a distintos sectores de la sociedad mundial desde finales de los años sesenta. Por ello no es válido el señalamiento de haber llegado tarde a la preocupación ambiental. En México, el medio ambiente en el ámbito normativo e institucional estuvo presente y al día desde los tiempos previos a la Cumbre de Estocolmo de 1972. La persistencia y, en algunos casos, el agravamiento de los problemas ambientales, del deterioro y daño ambiental no hay que buscarlos en lo jurídico y en lo institucional, sino en la escasa correspondencia entre un marco jurídico y un arreglo institucional sumamente avanzado y sofisticado, vestido y legitimado por un discurso ambiental de vanguardia, con una incapacidad para tomar acciones concretas o para hacer cumplir la legislación y normatividad existentes. Es en este vacío formado entre la norma y la no acción preventiva y correctiva concreta como se explica la persistencia y, en algunos casos, el agravamiento de los problemas ambientales en México. Aun cuando el marco institucional creció y se hizo complejo y sutil, la magnitud del deterioro y daño ambiental sigue siendo casi la misma que la existente a principios de todo el periodo aquí revisado, el cual se remonta a los años setenta. El medio ambiente, a través de sus distintos medios, agua, aire y suelos, muestra escasas mejorías y en algunos casos el daño se acentúa.

				Es a partir de los años setenta, como resultado de la discusión internacional que nace antes, durante y después de la Cumbre de Estocolmo de 1972, cuando México se une a la discusión en torno a los problemas ambientales que afectan diversas partes del mundo y al planeta en su conjunto. Aun cuando los temas dominantes del debate son los que tienen que ver con la contaminación y la salud, se perfila ya una concepción del medio ambiente que se construye en torno a una idea de amenaza a la naturaleza y, consecuentemente, a las formas de vida que de ella dependen, como es el caso de la vida humana. Por lo tanto, la naturaleza ha dejado de ser un asunto de estética del paisaje para convertirse en una cuestión de supervivencia. En México, estas ideas hacen eco y empieza una intensa labor legislativa y de creación de instituciones que ha dado respuesta y se ha puesto a la altura de los grandes debates y de los grandes problemas ambientales.

				De manera similar a lo que ocurre en el mundo, en México en los años setenta el problema demográfico, la crisis económica y los problemas ambientales son vistos con carácter de urgente y son considerados como objetos de una intensa actividad planificadora que alcanza su mejor momento en el sexenio 1976-1982. En los años ochenta se aprecia en el mundo la emergencia de una nueva concepción, en la cual la noción de lo ambiental, como resultado de la interacción entre naturaleza y sociedad, toma forma. Dado el carácter comprensivo y complejo implícito en esta relación, empiezan a imponerse los principios ecosistémicos y las ideas en torno a la naturaleza integral de los fenómenos ambientales y el carácter interdisciplinario de su estudio. El medio ambiente sustituye a aquellos conceptos que, como el de la ecología, únicamente se referían a los fenómenos de orden natural, brindando una interpretación de los fenómenos de alteración, daño o desequilibrio natural en la que se hace explícita la intervención de las actividades humanas. En México se refleja la discusión internacional sobre todo en los ámbitos legislativo e institucional. Las leyes y las instituciones reflejan de distintas maneras estas ideas en torno al medio ambiente y a su naturaleza compleja e integral. Además de la inclusión de los temas mundiales en la acción normativa nacional, México participa activamente en el terreno internacional. Un ejemplo de esto es todo lo relacionado con la destrucción de la capa de ozono y las acciones y acuerdos internacionales que llevaron a la prohibición de los CFS en el Protocolo de Montreal en 1987.

				En los años noventa se institucionalizaron en México distintos aspectos relacionados con el desarrollo sustentable, algo que ya venía ocurriendo desde la promulgación de la LGEEPA en 1987. Es ésta la década de mayor actividad institucional. Nos sólo se creó la Profepa, el INE y la Conabio, sino que, en 1994, se elevó la gestión ambiental al más alto nivel gubernamental al crearse la Semarnap. No podía ser para menos, puesto que México da dos pasos decisivos en su incorporación a los procesos de globalización que dominan el mundo. Primero, su integración a uno de los grandes bloques económicos y comerciales que se disputan el mercado mundial, el TLCAN. Segundo, su incorporación a la OCDE. Ambos acontecimientos tuvieron una inmensa repercusión jurídico-normativa e institucional que hizo de los años noventa en México una de las décadas de mayor actividad gubernamental en materia ambiental.

				En el nuevo milenio, México continúa con esa modernización ambiental que arranca desde los años setenta. Lo característico de este nuevo periodo es la reflexión y los cambios propuestos en el ser, en el hacer y en el quehacer mismo de la política ambiental. El vuelco que tiene lugar en las prioridades gubernamentales pone énfasis en la búsqueda de opciones administrativas, alternativas de gestión que intentan dar respuesta a las dificultades que enfrenta el aparato político-administrativo para responder a la naturaleza integral, sistémica y compleja de los problemas ambientales. El principal obstáculo administrativo era la división sectorial de la administración pública y el carácter centralizado de las decisiones que se toman en el ámbito de las decisiones gubernamentales. A esto se responde con las propuestas institucionales de integralidad, transversalidad y descentralización. De nueva cuenta, México incorpora las ideas que se discuten y aplican en el ámbito internacional.

				A pesar de estos avances que se presentan en los campos legislativo y normativo, los problemas ambientales de México persisten. En algunos casos, como ocurre con el de la contaminación atmosférica, ésta disminuye ligeramente en el Valle de México pero aumenta significativamente en otras áreas metropolitanas, ciudades grandes y medianas del país. El agua se convierte en un problema severo en las ciudades y en el campo, tanto en su consumo doméstico y productivo como también en su dimensión ecosistémica, como fuente de vida y equilibrio de la vida natural en general. La pérdida de la biodiversidad no sólo continúa, sino que en algunos casos se hace más severa por la agricultura, la ganadería y la tala. En otros casos, tal y como sucede en los desarrollos turísticos en las costas, los impactos ambientales adquieren la misma magnitud que las grandes inversiones realizadas para desarrollar infraestructura hotelera y recreativa de alcance mundial.

				Los avances en materia ambiental, en muchos casos, son únicamente de carácter formal, en el plano normativo y discursivo, pero no en el terreno concreto de los problemas y de la detención, prevención o remediación del daño ambiental. Una gran proporción de las leyes y normas ambientales no se cumple por omisión, corrupción, incapacidad de la autoridad para vigilar, por ausencia de poder gubernamental para imponer la ley en presencia de agentes poderosos tanto en las esferas públicas como privadas. Estos y otros motivos explican los escasos progresos en materia ambiental que se observan en México después de cerca de cuatro décadas de avances normativos e institucionales.
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